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l . 1 N T RO D U C C ION 
1. Antecedentes. 
El vigente Concordato entre la Santa Sede y el Estado Español, 
de 27 de agosto de 1953, establece en su artículo X X una serie de 
exenciones tributarias en favor de la Iglesia y de las personas ecle-
siásticas. El tenor literal del texto concordado es el siguiente: 
"Artículo XX.-1. Gozarán de exención de impuestos y contri-
buciones de índole estatal o local: . 
a) Las iglesias y capillas destinadas al culto y, asimismo, los ' 
edificios y locales anejos destinados a su servicio o a sede de asocia-
ciones católicas; 
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b) la residencia de los Obispos, de los canónigos y de los sacer-
dotes con cura de almas, siempre que el inmueble sea propiedad de 
la Iglesia; 
c) los locales destinados a oficinas de la Curia diocesana y a 
oficinas parroquiales; 
d) las Universidades eclesiásticas y los Seminarios destinados a 
la formación del Clero; 
e) Las casas de las órdenes, congregaciones e institutos religio-
sos y seculares canónicamente establecidos en España; 
f) los colegios u otros centros de enseñanza dependientes de la 
jerarquía eclesiástica, que tengan la condición de benéfico-docentes. 
Están comrendidos en la exención los huertos, jardines y depen-
dencias de los inmuebles arriba enumerados, siempre que no es·tén 
destinados a industria o a cualquier otro uso de carácter lucrativo. 
2. Gozarán igualmente de total exención tributaria los objetos 
destinados al culto católico, así como la publicación de las instruc-
ciones, ordenanzas, cartas pastorales, boletines diocesanos y cual-
quier otro documento de las autoridades eclesiásticas competentes 
referente al gobierno espiritual de los fieles y también su fijación 
en los sitios de costumbre. 
3. Están igualmente exentas de todo impuesto o contribución 
las dotaciones del culto y clero a que se refiere el artículo XIX, y el 
ejercicio del ministerio sacerdotal. 
4. Todos los demás bienes de entidades o personas eclesiásticas. 
así como . los ingresos de éstas que no provengan del ejercicio de ac-
tividades religiosas, propias de su apostolado, quedarán sujetos a tri-
butación conforme a las leyes generales del Estado, en paridad de 
condiciones con las demás instituciones o personas. 
5. Las donaciones, legados o herencias destinados a la construc-
ción de edificios del culto católico o de casas religiosas, o, en general, 
a finalidades de culto o religiosas, serán equiparados, a todos los 
efectos tributarios, a aquellos destinados a fines benéficos o benéfi-
co-docentes" . 
El fundamento de estas exenciones tributarias hay que buscarlo, 
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de una parte, en el principio de la dualidad de poderes, según el cual 
el gobierno de la sociedad humana está dividido entre la Iglesia yel 
Estado, correspondiendo a la primera cuanto se refiere al culto divi-
no y a la santificación de las almas, y al segundo asegurar el bien 
común en el orden temporal; y, de otra, en el reconocimiento de cier-
ta inmunidad de los bienes de la Iglesia o de las personas eclesiásti-
cas en cuanto están al servicio .o proceden de finalidades de culto o 
religiosas. Solamente estos bienes, por su especial naturaleza o des-
tino, merecen un trato fiscal de favor; los demás, según el número 
4 del artículo XX del Concordato, quedarán sujetos a tributación 
conforme a las leyes generales del Estado. 
Este régimen fiscal para la Iglesia, establecido por el vigente Con-
cordato, representa en su conjunto una novedad muy notable en el 
ordenamiento jurídico español. En el Concordato de 1851, anterior al 
actual, no figuraba ninguna estipulación sobre esta materia; única-
mente el artículo 31, relativo a las dotaciones de los Obispos, decía 
que estas dotaciones no sufrirían descuento alguno, aunque refi-
riéndose más bien a los gastos de las Bulas. Y no vale la pena de alu-
dir a otros Convenios más antiguos porque, en realidad, el sistema 
tributario español tiene su origen en la Ley de Presupuestos de 1845, 
refrendada por D. Alejandro Mon, y es sólo a partir de entonces 
cuando se sistematizan los impuestos estatales mediante una serie 
de reformas legislativas que terminan en la reciente de 26 de diciem-
bre de 1957, llevada a cabo por el Ministro de Haciendá Sr. Navarro 
Rubio. 
Sin embargo, el Estado Español, en épocas de confesionalismo 
religioso, ha concedido unilateralmente algunas exenciones tribu-
tarias en favor de la Iglesia, cuya vigencia ha corrido paralela a las 
fluctuaciones políticas del país. Ya la Ley de 29 de diciembre de 
1910, recogiendo y ampliando el precedente de la de 18 de junio de 
1885, al enumerar en su artículo 14 los bienes inmuebles exentos a 
perpetuidad de la contribución territorial, incluía los templos cató-
licos y los huertos y jardines destinados al servicio de los mismos o 
a habitación y recreo de los Obispos y párrocos, así como los Semina-
rios conciliares; y el Decreto-ley de 3 de abril de 1925, relativo al ré-
gimen catastral, extendió el mismo beneficio a los edificios ocupa-
dos por las casas religiosas. Pero, con el advenimiento de la II Repú-
blica y la consiguiente revisión de la obra legislativa de la Dictadu-
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ra, el mencionado Decreto-ley quedó derogado por la de 6 de agosto 
de 1932. Posteriormente, la llamada Ley de Confesiones y Congre-
gaciones, de 2 de junio de 1933, dejó sin efecto, en virtud de su ar-
tículo 12, la exención que de modo absoluto y perpetuo venían dis-
frutando los edificios anejos a los templos, así como también los pa-
lacios episcopales, casas rectorales, seminarios y demás edificacio-
nes destinadas al servicio del culto católico o de sus ministros. 
Después del Movimiento Nacional, por Ley de 2 de febrero de 
1939 se derogó la citada de Confesiones y Congregaciones, quedando 
restablecidos los beneficios fiscales que ésta anulara; pero como en-
tre ellos no figuraba la exención de contribución territorial concedi-
da por el Gobierno de la Dictadura a las órdenes y congregaciones re-
ligiosas, se dictó la Ley de 2 de marzo de 1939 por la que se restable-
cieron en su plenitud todas las exenciones tributarias de que goza-
ban los bienes inmuebles de la Iglesia antes de la República . 
. Al regularse la Administración local por Ley de 16 de diciembre 
de 1950, se estableció también expresamente en favor de los inmue-
bles de la Iglesia exentos de contribución territorial, la exención del 
arbitrio sobre incremento de valor de los terrenos y, de rechazo, la 
exención del recargo sobre la contribución territorial . y de los recar-
gos especiales para amortización de · empréstitos. 
Para terminar esta relación de precedentes, hay que citar la Ley 
de 20 de diciembre de 1952, relativa a las emisiones de obligaciones 
por las diócesis, y la práctica administrativa que venía consideran-
do como destinados a fines benéfico-docentes los bienes donados o 
legados para la construcción de templos o cualquier otra finalidad 
religiosa, práctica reconocida y elevada a la categoría de norma en 
el último párrafo del artículo XX del Concordato. 
El régimen de exenciones instaurado por el vigente Concordato 
con la Santa Sede es mucho más amplio, pero tampoco se trata de una 
exención general de impuestos en favor de la Iglesia, sino de una 
exención total para determinados bienes o actos -los comprendidos 
en los números 1, 2 Y 3 del artículo XX- y un trato de favor para 
aquéllos a los que se refiere el número 5. Concretamente, y sin per-
juicio de una precisión ulterior más exacta, los impuestos de caráe-
ter estatal a que se refiere el Concordato, sin mencionarlos, son la 
contribución territorial, el impuesto sobre los rendimientos del tra-
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bajo personal, impuestos sobre el gasto, renta de aduanas, timbre 
del Estado y derechos reales, así como cualquier otro que pudiera es-
tablecerse en lo sucesivo con relación a los bienes o actos enumera-
dos. A éstos hay que añadir las contribuciones de carácter local. 
Vamos a estudiar por separado el alcance de las exenciones por 
cada uno de estos conceptos. El estudio irá precedido de unas consi-
deraciones previas sobre las fuentes legales, y terminará con el régi-
'men de garantías jurídicas y procedimiento a seguir para la efecti-
vidad de lo estipulado, sobre esta materia, en el Concordato. 
2. Fuentes legales. 
Las exenciones tributarias en favor de la Iglesia han sido esta-
blecidas por un texto de Derecho concordat'ario; y la primera cues-
tión que se plantea es la de si esa norma basta para que tengan efec-
tividad en el régimen fiscal español, o, dicho en otros términos, para 
que los agentes de la Administración fiscal española se vean obliga':' 
dos a reconocerlas, declararlas y aplicarlas en la gestión de los tri-
butos que tienen encomendada. 
, Es doctrina general que los Concordatos, como negociosjurídi-
cos bilaterales de Derecho público externo, obligan directamente a 
las partes 'contratantes; mientras que, para los súbditos, las obliga-
ciones se derivan, no de las normas concordatarias como tales, sino 
de los actos legislativos que, para su aplicación en el orden interno, 
emanan de la autoridad competente en cada una dé las instituciones. 
Esta doctrina parece sancionada por el propio Concordato de 1953, al 
establecer en el número 2 de su artículo XXXVI que "el Estado es-
pañol promulgará, en el plazo de un año, las disposiciones de dere-
cho interno que sean necesarias para la ejecución de este Con-
cordato". 
La autoridad competente, en materia de exenciones fiscales es, 
en España, el órgano legislativo. Así lo establece el artículo 5.° de la 
Ley de Administración y contabilidad de la Hacienda pública de 
1.0 de julio de 1911, que dice: "No se concederán exenciones, per-
dones, rebajas ni moratorias para el pago de las contribuciones 
e impuestos pú!>licos, ni de los débitos al Tesoro, sino en los ca-
sos y en la forma que en . las leyes se hubiere determinado". O sea 
que para que una exención tributaria tenga fuerza de obligar, 
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es preciso que venga establecida por tilla disposición de Derecho in-
terno con rango de Ley. Por otra parte, el artículo 7.0 de la citada 
Ley de contabilidad dispone que, en la cobranza de las contribucio-
nes, los agentes de la Administración se atendrán a lo que determi-
nen las leyes y reglamentos fiscales. No es extraño, por tanto, que se 
haya planteado la duda de si la efectividad del artículo XX del Con-
cordato estaba supeditada a la promulgación de disposiciones lega-
les de Derecho interno que declarasen expresamente las exenciones 
tributarias convenidas en favor de la Iglesia, o modificasen adecua-
damente las leyes y los reglamentos fiscales que aplican los agentes 
de la Administración en la recaudación de los impuestos. 
La cuestión fue suscitada por el Ministerio de Justicia, en vista 
de que el de Hacienda no había adoptado ninguna medida a este res-
pecto. Remitido el asunto al Consejo de Estado, este Alto Cuerpo, 
después de recabar los informes de los servicios competentes (Dicta-
men n.O 16.080, de 14 de julio de 1955), dictaminó que el Concordato 
tiene fuerza de Ley desde el momento en que fue ratificado por las 
Cortes (24 de octubre de 1953) y, a tenor de lo estipulado en su artí-
culo X X XVI, número 2, con la entrada en vigor del mismo se en-
tienden derogadas todas las disposiciones contenidas en Leyes, De-
cretos, Ordenes y Reglamentos que, en cualquier forma, se opongan 
a lo que en él se establece. En consecuencia -sigue diciendo el Con-
sejo de Estado- las exenciones fiscales del Concordato tienen, en el 
orden sustantivo, plena fuerza de obligar por sí mismas, sin que sea 
preciso dictar norma alguna complementaria para que tengan plena 
eficacia, debiendo limitarse la actuación reglamentaria, en este or-
den, a la mera transcripción del texto concordado en la normativa 
de cada impuesto o contribución de índole estatal o local, lo cual se 
considera muy conveniente para conocimiento de los agentes de la 
Administración fiscal en el ejercicio de sus funciones (Dictamen n.o 
20.679, de 13 de julio de 1957). Sin duda, el Alto Cuerpo Consultivo 
estimó que las obligaciones derivadas del artículo XX del Concorda-
to no afectan a los súbditos, sino al propio Estado y a sus agentes, 
que tampoco pueden calificarse de súbditos a este propósito; razón 
por la cual dichas obligaciones son exigibles del Estado sin necesi-
dad de ninguna disposición de Derecho interno, porque para él, el 
Concordato, como todo contrato, tiene fuerza de Ley. Esta recomen-
dación del Consejo de Estado ha sido tenida en cuenta al publicarse 
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los nuevos textos reguladores del impuesto de derechos reales, tim-
bre del Estado y de las Haciendas locales. 
'. 
Ahora bien, al lado de este aspecto sustantivo, el Consejo de Es-
tado distinguía otro al que calificaba de adjetivo o formal, y se refie-
re al procedimiento a seguir para declarar la exención en cada caso 
concreto, para lo cual la Administración puede exigir el cumpli-
miento de deteI'lllinados requisitos: documentación, justificantes, 
tramitación, etc. En este segundo aspecto, el Estado puede y debe 
dar las normas que sean necesarias para la ejecución del Concordato, 
en aplicación del artículo XXXVI del mismo (Vid. Dictamen 20.679 
citado). Pero la elaboración de estas normas no deja eh suspenso la 
aplicación de las exenciones tributarias del Concorda~, las cuales 
tienen plena efectividad desde el momento en que el mismo entró 
en vigor. Sobre lo quena se pronunció el Consejo de EsVado, y es un 
aspecto muy importante de la cuestión, es sobre si la aplicación de 
las exenciones a cada caso concreto ha de hacerse de oficio o a ins-
tancia de parte. Quizá no pueda establecerse una regla general, sino 
que el criterio dependa de la naturaleza de cada impuesto; pero, 
mientras no se disponga otra cosa, habrá que atenerse a las normas 
vigentes sobre la materia. 
Aparte de estas reglas de procedimiento, puede ser necesario o 
conveniente que se dicten algunas normas aclaratorias del alcance 
de las exenciones para precisar el sentido que deba darse a los tér-
minos utilizados por el Concordato o las condiciones implícitas que 
han de reunir los bienes y actos enumerados en él para gozar del be-
neficio fiscal. Para dictar estas normas habría que proceder de acuer-
do con la Santa Sede, a tenor del artículo XXXV del mismo Concor-
dato. Actualmente los Ministerios de Justicia y Hacienda preparan 
una Orden conjunta en la que se especifiquen las reglas que han de 
observar las oficinas de gestión, lo mismo del Fisco que de las Ha-
ciendas locales, para el cumplimiento de los preceptos concordados 
que estableCieron las exenciones; y, aunque al proyecto se le quiere 
quitar todo carácter interpretativo insistiendo en su naturaleza re-
glamentaria, no parece que sea posible, dado su contenido, eludir el 
trámite de consulta a la Santa Sede, como ya lo advirtió el Consejo 
de Estado. A menos que se dé un giro a ese proyecto convirtiéndolo 
en una instrucción del Ministerio de Hacienda a sus Servicios. 
Finalmente, y para completar el cuadro de las disposiciones apli-
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cables, hay otro aspecto muy importante a considerar: el de las ga-
rantías jurídicas que puedan utilizarse en el caso de que se desco-
nozcan o menoscaben los derechos de la Iglesia en esta materia. Aun-
que de esta cuestión trataremos en otro lugar, baste decir ahora que 
caben dos posibilidades: aplicar el régimen común o establecer un 
régimen especial. En este segundo supuesto habría que dictar las 
disposiciones oportunas, que serían de la exclusiva competencia del 
Estado, ya que es a él a quien le corresponde garantizar el ejercicio 
de los derechos frente a la Administración pública. 
En resumen: Las fuentes legales de las exenciones tributarias re-
conocidas en favor de la Iglesia por el Concordato, pueden ser de 
dos clases: ¡~, 
a) Normas concordadas, que comprenden el artículo XX del 
Concordato de 1953 y las que se dicten, de común acuerdo entre las 
dos Potestades, para aclarar el alcance de aquél; y 
b) Disposiciones de Derecho interno, que pueden referirse al 
procedimiento a seguir para declarar la exención en cada caso con-
creto o al régimen de garantías jurídicas de que puedan valerse los 
interesados. 
Hasta ahora no se ha dictado ninguna norma complementaria 
concordada; en cuanto a disposiciones de Derecho interno, aparte 
alguna prescripción contenida en el Reglamento del impuesto de de-
rechos reales, de 15 de enero de 1959, sólo cabe citar la Circular de 
la Dirección General de lo Contencioso de 3 de febrero de 1959, sobre 
el modo de proceder las oficinas liquidadoras de dicho impuesto 
cuando se plantee la discrepancia por el Ordinario del lugar. 
* * * 
Para terminar el estudio de las fuentes, habría que estudiar los 
problemas relativos a su interpretación y al ámbito de vigencia en el 
tiempo y en el espacio. 
Por lo que se refiere a la interpretación de las normas concorda-
das, hay que atenerse a los criterios usuales en Derecho internacio-
nal público, habida cuenta de la naturaleza contractual que tienen 
los Concordatos, según la doctrina más aceptada. Dichos criterios se 
basan en el principio de la buena fe, que es esencial en todos los pac-
tos, en el de finalidad, o predominio de la voluntad sobre la declara-
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ción, deducida aquélla de los principios que informan el convenio, y 
en el de la eficacia, según el cual debe rechazarse , toda interpretación 
que haga inútil o supérflua una de las cláusulas pactadas. 
Sólo tendrá valor de interpretación auténtica la que se realice 
en la forma prevista en el artículo XXXV del vigente Concordato, es 
decir, poniéndose de acuerdo la Santa Sede con el Gobierno español, 
por el procedimiento de las negociaciones internacionales. 
La interpretación doctrinal y la jurisprudencial del artículo XX 
plantean, concretamente, dos problemas: el del sentido en que de-
ban tomarse las palabras y el del rigor con que se han de dedu-
cir las conclusiones. En cuanto al primero, suele decirse que las pala-
bras se han de tomar en su sentido propio; pero como algunos de los 
términos que utiliza el susodicho artículo XX (por ejemplo: capillas, 
casas religiosas, fines benéficos) tienen una significación precisa en 
el lenguaje eclesiástico y otra distinta en el secular, surge la duda 
de cuál de las dos debe prevalecer. Parece razonable que los términos 
rigurosamente eclesiásticos (Iglesia, Obispos, canónigos, órdenes, etc.) 
se tomen en su significación canónica precisa; y los términos saca-
dos de la legislación civil (contribución, índole local, benéfico-docen-
tes, etc.) en el sentido que tienen en el Derecho españoi, a menos que 
de la aplicación de los principios generales antes enunciados, resul-
te otra cosa. En cuanto al rigor de la interpretación, dada la mate-
ria del artículo XX, debe aplicarse un criterio restrictivo, 10 cual es-
tá de acuerdo tanto con el espíritu del artículo 5.° de la Ley de ad-
ministración y contabilidad de la Hacienda pública, cua:nto con el 
canon 19 del C.I.C., dado el carácter de normas de excepción que tie-
nen casi todas las cláusulas del ' repetido artículo del Concordato. 
Respecto a la vigencia temporal, el Concordato, y por ende su ar-
tículo XX, entraron en vigor el día 27 de octubre de 1953, en el mo-
mento mismo de efectuarse el canje de instrumentos ratificados. 
Las cuestiones de derecho transitorio que pudieron presentarse (Vid., 
por ejemplo, Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de marzo de 1957), 
no tienen ningún interés. El Concordato conserva su vigor mien-
tras no sea abrogado, sustituído por otro o denunciado, en debida ' 
forma, por una de las Altas Partes contratantes. 
Y, con relación al ámbito espacial de vigencia, baste decir que 
comprende todo el territorio nacional, incluí das las Plazas y provin-
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cias africanas. La única cuestión que cabría suscitar aquí es la de 
las provincias que tienen Concierto económico: Alava y Navarra. 
Como es sabido, estas dos provincias tienen un régimen fiscal pro-
pio, conocido con el nombre de Concierto económico, que · se revisa 
periódicamente; el actual para Alava fue aprobado por Decreto de 
29 de febrero de 1952, y el de Navarra es de 8 de noviembre de 1941. 
Este régimen fiscal consiste en que el Estado concierta con la Dipu": 
tación Foral respectiva los cupos anuales que ha de satisfacer al 
Tesoro por determinadas contribuciones e impuestos ~los "concep-
tos encabezados"-, dejando en libertad a las Diputaciones para es-
tablecer, dentro del territorio foral y en orden a los expresados con-
ceptos, el sistema tributario que estimen conveniente. La Diputación 
cobra los impuestos concertados y goza, dentro de su territorio, de las 
mismas facultades que asisten a la Hacienda pública para la fiscali-
zación y exacción de los tributos estatales. 
Siendo esto así, es razonable la duda de si ese Concierto puede ser 
modificado unilateralmente por una de las Partes contratantes -el 
Estado--, a consecuencia de compromisos por él contraídos sin con-
tar para nada con la Diputación Foral; o, lo que es lo mismo, si las 
exenciones tributarias concedidas a la Iglesia por el Estado Español 
en el Concordato son obligatorias también para las Diputaciones Fo-
rales. La duda está resuelta de antemano por el propio Derecho po-
sitivo; el artículo 18 del Concierto alavés prohibe a la Diputación que 
adopte disposición alguna, en materia fiscal, que se halle en con-
tradición con los pactos internacionales que celebre España con 
las naciones extranjeras; y, aunque la Iglesia no pueda calificarse de 
Potencia extranjera, es innegable que los Concordatos con la San-
ta Sede quedan equiparados a los pactos internacionales. La misma 
limitación establece para Navarra el artículo 3.° de la Ley pacciona-
da de 8 de noviembre de 1941. 
Pero, aunque no existieran estos preceptos, el Estado vendría obli-
gado, en virtud de lo convenido en· el número 2 del artículo X X XVI 
del Concordato, a modificar sus Conciertos con las provincias fora-
les para ajustarlos a lo establecido en el artículo XX del mismo Con-
cordato; sólo que entonces las exenciones tributarias en favor de la 
Iglesia no serían aplicables, en los territorios concertados, sino en 
virtud de las nuevas leyes paccionadas y a partir del momento de su 
entrada en vigor. 
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3. Conceptos básicos. 
Antes de entrar en el estudio de cada una de las ' exenciones en 
particular, conviene precisar una serie de conceptos básicos del De-
recho fiscal español, que habrán de manejarse en lo sucesivo, pues 
no debe olvidarse que la exención tributaria es el aspecto negativo 
de la imposición fiscal. Estos conceptos se refieren a la naturaleza 
y clasificación de los tributos, a la gestión de los mismos y a la VÍa 
de reclamación. 
Es principio general que el Estado tiene derecho a exigir de los 
ciudadanos que contribuyan, en proporción a las posibilidades eco-
nómicas de cada uno, al levantamiento de las cargas públicas. Se 
entiende por cargas públicas, a estos efectos, el costo de los servicios 
enumerados en el Presupuesto general de gastos del Estado. Cuando 
los servicios son divisibles, es decir, cuando cabe delimitar la pres-
tación que recibe cada uno, la contribución es proporcional a la uti-
lización del servicio, y se llama tasa; cuando los servicios son indivi-
sibles, el costo de los mismos se distribuye equitativamente entre los 
ciudadanos mediante la exacción de un impuesto 1. ' 
Esta primera distinción entre impuestos y tasas, que aparece re-
flejada en el Presupuesto español de ingresos (estado letra B) -aun-
que bajo el concepto de impuesto del Timbre se comprendan muchas 
tasas- es de gran interés para nuestro objeto, porque el artículo XX 
del Concordato se refiere únicamente a los impuestos. La exención 
no alcanza a las tasas, ni a las comprendidas en la Ley del Timbre 
ni a las enumeradas en el capítulo JII del estado letra B del. Presu-
puesto (Correos y telecomunicación, derechos menores de Aduanas, 
derechos sanitarios, derechos de reconocimiento de ganado, derechos 
obvencionales de los Consulados y 80 por 100 de los derechos de 
arancel de las Delegaciones de Industria) ni a las que puedan perci-
bir las Haciendas locales, a menos que encubran verdaderos impues-
tos, ni menos a las llamadas exacciones parafiscales. Conviene, por 
tanto, diferenciar bien estos conceptos, y puede hacerse porque, ya 
1. A veces, el impuesto cumple otra misión distinta, que es la de efectuar una re-
disiribucion de la renta o proteger la producción nacional. El ejemplo más característico 
de lo primero es el de los llamados impuestos finalistas, comprendidos en la Ley crea-
dora de los fondos nacionales para la aplicación socia.! del impuesto y del ahorro, de 
21 de julio de 1960; de )0 segundo, la Renta de <Adnanas. 
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que no existe una definición legal del impuesto, sí que la hay de la 
tasa. El artículo 1.0 de la Ley de 26 de diciembre de 1958, regulado-
ra de las tasas y exacciones parafiscales, dispone que "se considera-
rán tasas las prestaciones pecuniarias legalmente exigibles por la 
Administración del Estado, organismos autónomos, entidades de De-
recho público, funcionarios públicos o asimilados, como contrapres-
tación de un servicio, de la utilización del dominio público o del de-
sarrollo de una actividad que afecta de manera particular al obliga-
do". Y, en el párrafo siguiente, añade: "Se considerarán exacciones 
parafiscales los derechos, cánones, honorarios y demás percepciones 
exigibles por la Administración del Estado y por los organismos y 
personas citados en el párrafo anterior que no figuren en los Pre-
supuestos generales del Estado ni les sean aplicables, en todo o en 
parte. las normas que regulan los impuestos de la Hacienda pública, 
y que se impongan para cubrir necesidades económicas, sanitarias, 
profesionales o de otro orden". Todas las demás prestaciones pecu-
niarias legalmente exigibles por la Administración, y que figuren en 
los respectivos presupuestos, deben calificarse de impuestos y están 
comprendidos, en principio, en el artículo XX del vigente Con-
cordato. 
Dicho artículo habla de "impuestos y contribuciones", pero esta 
distinción, tomada de la terminología del sistema tributario español, 
no entraña ninguna diferencia conceptual, y menos aún jurídica. 
Sólo razones históricas podrían e~licar por qué unas veces a los 
tributos se les llama contribuciones y otras impuestos (Así, por ejem-
plo, la antigua contribución de utilidades se ha convertido. por la 
Ley de 1957, en tres impuestos). Pero, legalmente, todos son impues-
tos. Y también merecen esta consideración los recursos de las Ha-
dendas locales que la Ley de 16 de diciembre de 1960 designa con el 
nombre de "arbitrios". 
Los impuestos se clasifican por razón del sujeto activo, del suje-
to pasivo y del objeto de la imposición. 
En el primer aspecto hay que distinguir los impuestos estatales 
de los impuestos locales, según sea el Estado o las Corporaciones lo-
cales (Diputaciones y Ayuntamientos) quienes perciban el producto 
de la exacción. El artículo XX del Concordato se refiere expresamen-
te a estas dos clases de impuestos, comprendiéndolos a todos en el 
alcance de las exenciones que declara. 
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Por razón del sujeto pasivo, se clasifican los impuestos en direc-
tos e indirectos. Son directos cuando el sujeto de la imposición es la 
misma persona obligada al pago, por ej.: la contribución territorial; 
mientras que en los impuestos indirectos la persona obligada al pa-
go repercute el gravamen en otros que son, en definitiva, sobre quie-
nes recae el impuesto, por ej.: el impuesto general sobre el gasto. 
Esta clasificación, a la que no se alude en el Concordato, es la fun-
damental en la sistemática del Presupuesto español y, por tanto, es 
bueno tenerla en cuenta. 
El objeto de la imposición es siempre la riqueza; pero, como no 
es fácil conocer la que posee cada contribuyente, y menos el benefi-
cio que le reporta, en lugar de establecerse un impuesto único sobre 
la riqueza o sobre la renta, se gravan sus diversas manifestaciones, 
y así hay impuestos sobre el capital, sobre el producto, sobre el trá-
fico y sobre el consumo. Tampoco se ajusta, de un modo explícito, a 
esta clasificación la estructura del artículo XX del Concordato, aun-
que indirectamente parece contemplarla al agruparen cada uno de 
sus números las diferentes clases de bienes o actos que, normalmen-
te, serían objeto de uno u otro tipo de imposición. En cambio, en el 
Presüpuesto español sise acepta, presentando el siguiente esquema 
de impuestos estatales, después de la reforma tributaria de 1957: 
IMPUESTOS DIRECTOS 
1. Sobre el producto y renta 
Contribución territorial. 
Impuesto sobre los rendimientos del trabajo personal. 
Impuesto sobre las rentas del capital. 
Impuesto industrial. 
Impuesto sobre rentas de sociedades y entidades jurídicas. 
Contribución sobre la renta. 
Impuesto sobre grandezas, títulos, honores y condecoraciones. 
Impuestos especiales sobre investigación y explotación de hidro-
carburos. 
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2. Sobre el capital 
Impuesto de derechos reales y sobre transmisiones de bienes, so-
bre el caudal relicto y sobre los bienes de las personas jurídicas (ac-
tos "mortis causa"). 
IMPUESTOS INDIRECTOS 
3. Sobre el tráfico y gasto 
Impuesto de derechos reales y sobre transmisiones de bienes (ac-
tos "inter vivos"). 
Impuestos sobre emisión y negociación o transmisión de valores 
mobiliarios. 
Timbre del Estado. 
Renta de Aduanas. 
Impuesto general sobre el gasto. 
Impuesto sobre el lujo. 
Impuesto de compensación. 
* * * 
La gestión de los impuestos comprende la serie de operaciones 
que tienen por objeto investigar, definir, liquidar y recaudar los tri-
butos (aspecto positivo), así como el reconocimiento y aplicación de 
las exenciones (aspecto negativo). ' 
Los órganos de gestión, con los que hay que trata.r para todo lo 
relativo a la exacción de los impuestos y a la exención de losrnis-
mos, son el Ministerio de Hacienda, con sus servicios centrales, y las 
Delegaciones de Hacienda que ejercen su actividad en el territorio 
de una provincia; en Vigo, Gijón, Cartagena, Jerez de la Frontera, 
Ceuta y Melilla existen Subdelegaciones de Hacienda, con las mis-
mas atribuciones que una Delegación pero circunscritas al término 
municipal de su residencia. 
De los varios aspectos de la gestión, los que más interesan aquí 
son la investigación o inspección, la liquidación y la recaudación. 
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La inspección de tributos -que es distinta de la inspección de 
servicios, creada por Ley de 3 de septiembre de 1941~ es una fun-
ción administrativa que tiene por objeto evitar la evasión fiscal; 
está regulada fundamentalmente por la Ley de 20 de diciembre de 
1952, modificada por la de 26 de diciembre de 1957, y sin perjuicio 
de las normas especiales que rigen para algunos impuestos como de-
rechos reales, timbre y renta de Aduanas. Bajo la autoridad del Mi-
nistro y de los Directores generales respectivos, la médula de la ins-
pección radica en las Delegaciones de Hacienda y, dentro de ellas, en 
la Inspección provincial, a la que corresponde la comprobación e 
informe de los expedientes de fallidos y de las declaraciones que pre-
senten los contribuyentes en solicitud de altas y bajas, así como la 
iniciación de los expedientes de comprobación, rectificación, omi-
sión, ocultación y defraudación. Los inspectores del tributo realizan 
su función presentándose en el domicilio del sujeto del impuesto y 
levantando la correspondiente acta de presencia. Cuando se trata de 
comprobar un alta, una baja, una declaración o un expediente, y re-
sulta conforme, el inspector extenderá acta modelo n.O 8 en presen-
cia del interesado, que suscribirán juntos, y dejará un ejemplar al 
declarante yel otro lo entregará en la Inspección provincial para que 
sea remitido a la Administración de Rentas, a fin de que surta los 
efectos reglamentarios. Si hubiere diferencia entre lo declarado por 
el contribuyente y lo observado por el inspector, se levantará acta 
especial modelo n.O 9. En el caso de que un contribuyente no hubie-
ra cumplido con sus deberes fiscales, el inspector le invitará a recti-
ficar su situación tributaria, levantando un acta llamada de invita-
ción, que se regula por la R. O. de 23 de septiembre de 1927 y la Ley 
de 28 de marzo de 1941; si el contribuyente presta su conformidad 
no podrá impugnar el acta, y las cuotas liquidadas en virtud de la 
misma sufrirán, normalmente, un recargo del 10 por 100 a ·favor del 
Tesoro; si no da su conformidad, se levantará acta modelo n.O 9. 
La liquidación del impuesto consiste en determinar la suma que 
el contribuyente debe ingresar en el Tesoro. El problema previo y 
principial es la evaluación de la base imponible, que se hace por di-
ferentesprocedimientos según los tributos de que se trate. La Ley 
de reforma tributaria de 26 de diciembre de 1957, en su artículo 31, 
autoriza al Ministro de Hacienda para celebrar convenios anuales 
con agrupaciones de contribuyentes oficialmente reconocidas, a fin 
de establecer un procedimiento especial de determinación de bases 
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imponibles o cuotas de exacciones públicas. Descontando de la base 
las deducciones autorizadas por la Ley, se obtiene el "liquido impo-
nible" sobre el que se aplica el "tipo impositivo", que viene dado por 
un porcentaje fijo o por una escala progresiva, resultando de esta 
operación la "cuota del Tesoro", sobre la que en algunos casos se 
adicionan determinados "recargos". La cuota del Tesoro más los re-
cargos dan la cuantía de la "contribución" . 
La última fase de la gestión de los tributos es la recaudación, re-
gulada por el Estatuto de 29 de diciembre de 1948. En él se clasifi-
can en cuatro categorías las personas obligadas al pago:contribu-
yentes, segundos contribuyentes, responsables directos y responsa-
bles subsidiarios. El personal recaudador puede estar constituído por 
los recaudadores nombrados por el Ministro de Hacienda, por las 
Diputaciones provinciales que lo soliciten conforme a la Ley de 11 de 
abril de 1942, y por los recaudadores de zona que ellas designen en 
sus respectivas provincias. Hay varios sistemas de recaudación: a) 
por ingreso diT'ecto, que ,tiene lugar, normalmente, en todos los ca-
sos en que el contribuyente está obligado a presentar declaración 
jurada de los bienes sujetos a contribución, como en el impuesto de 
derechos reales, en la mayor parte del impuesto sobre el gasto, en 
casi toda la contribución industrial y en el impuesto sobre la renta; 
b) por anticipación de cuotas, bien sea trimestral o anual, que tie-
ne como ventaja la deducción del premio de cobranza asignado a la 
zona respectiva; c) por recibo, que se aplica fundamentalmente a la 
contribución territorial; d) por patente, de duración anual o menor; 
el Estatuto de la Recaudación señala el procedimiento a seguir desde 
el momento en que los cuadernos de patentes entran en la Deposita-
ria, procedentes de la Administración de Rentas, hasta la cobranza 
efectiva de las mismas; y e) por retención, cuando la realiza el Es-
tado a través de sus agentes, o una entidad privada, al efectuar el 
pago, como ocurre con el impuesto sobre los rendimientos del tra-
bajo personal. La recaudación se efectúa en dos periodos, llamados 
voluntario y ejecutivo. El voluntario, cuando la recaudación se hace 
por recibo, dura desde el día 1.0 del segundo mes de cada trimestre 
hasta el día 10 del tercer mes; si se hace mediante patente, el perio-
do de adquisición de la misma comprende los quince primeros días 
de cada semestre; si es por anticipación de cuotas anuales, el segun,. 
do mes del año, y si son trimestrales, los diez días siguientes a la 
notificación; en los demás casos hay que atenerse a los Reglamentos 
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respectivos. Tenninado el periodo voluntario, comienza el ejecutivo o 
de apremio, que lleva consigo un recargo del 20 por 100 y puede ter-
minar con el embargo y subsiguiente realización de los bienes em- , 
bargados. De acuerdo con la autorización concedida por la Ley de 
16 de marzo de 1939, la Orden ministerial de 17 de enero de 1959 ad-
mite la transferencia bancaria, como sistema regular de efect:uar 
los ingresos en la Hacienda pública. 
* * * 
Para completar este 'esquema de conceptos , básicos ,del régiinen 
fiscal español, hay que decir algo sobre el procedimiento a seguir en 
las reclamaciones. En la Administración económica es fundamental 
la distinción entre vía de gestión y vía de reclamación. Esta última 
se halla regulada por el Reglamento para las reclamaciones econó-
mico-administrativas de 26 de noviembre de 1959. Los órganos com-
petentes para conocer y resolver las reclamaciones son: él Ministro 
de Hacienda, el Tribunal Económico-Administrativo Central, los 
Tribunales provinciales y las Juntas Arbitrales de Aduanas. El pro-
cedimiento consta, de ordinario, de dos instancias: la primera ante 
el tribunal provincial y la segunda ante el central; a veces se da una 
única instancia ante el tribunal provincial (por ej.: cuando la cuan-
tía de la reclamación sea inferior a ochenta mil pesetas) o ante el 
central (por ej . : cuando se recurre contra resoluciones de la Admi-
nistración central). Agotada la vía económico-administrativa; la ' re-
solución impugnada causa estado y sólo cabe in:terponer contra ella 
el recurso contencioso-administrativo, confonne a la Ley de 27 de 
diciembre de 1956, o el extraordinario de revisión en los casos qUe 
establece él artículo 136 del Reglamento para las reclamaciones eco-
nómico-administrativas. 
4. Sistemática. 
El estudio sistemático de las exenciones tributarias declaradas en 
el Concordato podría hacerse siguiendo el orden en que vienen rela-
cionados los biene~ exentos en el artículo XX, o ajustándose al es-
quema del sistema tributario español. Lo primero resultaría poco 
científico y obligaría a frecuentes repeticiones; vamos, pues, a optar 
por la segunda solución pero sin ajustarnos rigurosamente al esque-
ma actual del Presupuesto español de ingresos, con el fin de no frac-
cionar el estudio de algunos impuestos, como el de derechos reales, 
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que tradicionalmente y en la legislación constituyen un complejo 
unitario, y para no perder de vista por completo la estructura del 
artículo XX del Concordato que, aunque se refiere a los bienes y no 
a los impuestos, parece que se ha redactado pensando en la clasifi-
cación de impuestos sobre el producto, impuestos sobre el consumo 
e impuestos sobre el tráfico. Dentro de cada uno de estos grandes 
apartados, trataremos sólo de aquellos tributos que resultan afecta-
dos por el Concordato, dando primero una idea general de cada im-
puesto y estudiando después las exenciones del mismo que resultan 
del texto concordado. 
II. IMPUESTOS SOBRE EL PRODUCTO Y RENTA 
5. Delimitación. 
De los va"ios impuestos sobre el producto y renta que comprende 
el sistema tributario español (vid. supra, núm. 3), sólo vamos a ocu-
parnos aquí de la contribución territorial, el impuesto sobre los 
rendimientos del trabajo personal y el impuesto sobre las rentas del 
capital, ya que basta recordar el nombre de los demás -impuesto 
sOb"é actividades y beneficios comerciales, impuesto de sociedades, 
contribución sobre la renta, impuesto sobre grandezas, títulos, ho-
nores y condecoraciones e impuestos especiales sobre investigación y 
explotación de hidrocarburos- para darse cuenta de que nada tie-
nen que ver con el Concordato. 
y,' dentro de su artículo XX, los párrafos relacionados con estos 
impuestos son los que llevan los números 1 y 3, que se refieren a 
bienes inmuebles, productivos por naturaleza, y a rentas. 
§ t.o.-Contribución territorial 
6. Normas generales. 
La contribución territorial es la primera y la más antigua del 
sistema tributario español. Fue establecida en 1845 con el título de 
"Contribución sobre el producto del cultivo, inmuebles y ganadería". 
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Es el impuesto directo más característico y tendía a gravar el pro-
ducto de la tierra sin tener en cuenta la calidad personal de su 
poseedor. En la Ley de Presupuestos para el bienio 1893-94 (art.o 29) 
se escindió en dos conceptos: rústica, por un lado, y urbana por 
otro; y así ha llegado hasta hoy. 
La contribución territorial rustica está regulada fundamental-
mente por la Ley de 23 de 'marzo de 1845 y el Reglamento de 30 de 
septiembre de 1885. Posteriormente se han dictado numerosas dis-
posiciones, entre las que cabe citar las Leyes de 13 de junio de 1879, 
18 de junio de 1885, 19 de julio de 1904, 21 de mayo de 1908, 29 de 
diciembre de 1910, 2 de febrero de 1939, 2 de marzo de 1939, 24 de 
octubre de 1939, 7 de marzo y 17 de mayo de 1940, Ley de reforma 
tributaria de 16 de diciembre de 1940, Leyes de 10 de marzo,26 de 
septiembre y 6 de noviembre de 1941 y reforma tributaria de 26 de 
diciembre de 1957; amén de numerosos Decretos y Ordenes ministe-
riales. 
Están sujetos a esta contribución: a) los terrenos cultivados o los 
que, sin cultivar, den un producto líquido a favor de sus dueños o 
usufructuarios; b) los terrenos que se hallen dedicados a recreo u 
ostentación; c) los no cultivados ni aprovechados en otra forma por 
sus dueños, pero que puedan serlo dándoles una aplicación seme- . 
jante a la de otros del pueblo respectivo; d) los gravámenes estable-
cidos sobre los bienes sujetos; e) las aguas públicas o de propiedad 
privada que se utilicen mediante una retribución en el riego de pro-
piedades ajenas; y f) los ganados y animales de cualquier clase que 
de algún modo contribuyan a la producción agrícola, excepto las 
llamadas aves de corral. Respecto de estos últimos, están sujetos al 
pago del impuesto, no solamente los dueños o usufructuarios de las 
fincas -como en los otros-, sino también los arrendatarios o apar-
ceros. 
Se consideran no sujetos a esta contribución todos aquellos bie-
nes enumerados que, perteneciendo a un solo propietario y radican-
do en el mismo término municipal, representen una riqueza impo-
nible--que no exceda en total de doscientas pesetas (art. 42 de la Ley 
de 26 de diciembre de 1957 y Circular de 8 de enero de 1958). 
Las exenciones pueden ser perpetuas o temporales. Están exentos 
a . perpetuidad de la contribución territorial rústica, en virtud del 
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Derecho interno, los bienes comprendidos en el artículo 14 de la Ley 
de 29 de diciembre de 1910 y los pertenecientes al Patrimonio Na-
cional (Ley de 10 de marzo de 1940), al patrimonio de Auxilio So-
ciai (Ley de 17 de mayo de 1940), al Patrimonio Forestal del Estado 
(Ley de 10 de mayo de 1941), a FET y de las JONS (Ley de 6 de no-
viembre de 1941) y los de las provincias y municipios que sean de 
uso público, de servicio público -siempre que no les produzcan ren-
ta- o comunales 2. Las exenciones temporales se conceden por las 
leyes para favorecer determinados cultivos o la puesta en explota-
ción de tierras no cultivadas (Vid. Leyes de 19 de julio de 1904, 21 de 
mayo de 1908, 18 de junio de 1885, etc.). 
La exacción de este impuesto se hace por dos sistemas: el de 
cupo y el · de cuota. El primero, aplicable a las provincias o partes de 
ella en régimen de amillaramiento, consiste en que el Estado señala 
la cantidad total que se debe ingresar en el Tesoro por este concepto, 
imputando a cada provincia una cifra global de riqueza rústica y 
pecuaria y fijándole el cupo tributario correspondiente, cupo que 
mediante el repartimiento provincial y el individual se distribuye 
entre los contribuyentes del término municipal en proporción a su 
riqueza imponible (Vid. Orden ministerial de 13 de marzo de 1942), 
la cual viene dada' por el amillaramiento, que es la relación nume-
rada y.por orden alfabético de apellidos de todos los dueños o usu-
fructuarios de bienes inmuebles y ganadería que existan en cada 
término municipal, con la evaluación de los citados bienes por pro-
ductos íntegros, bajas por gastos naturales y productos líquidos. Es-
tas valoraciones, para que se ajustasen a la realidad, exigirían una 
revisión constante que, teóricamente, debe hacerse mediante decla-
ración de los propios interesados (en la forma que establece la Or-
den .ministerial de 17 de octubre de 1946), pero en la práctica se si-
gue el sistema de autorizar a la Hacienda para aplicar unos coefi-
cientes de revisión de la riqueza imponible amillarada (La Instruc-
ción vigente para la práctica de revisiones de las riquezas imponi-
bles por rústica y pecuaria es de 11 de febrero de 1958). 
En el sistema de cuota, que es más perfecto, la base impositiva 
viene dada por el Catastro, cuyo origen se encuentra en la Ley de 
2. ~itam?S esta tabla de exenciones para que se vea que el trato fiscal concedido 
a los blenes lnmuebles de la Iglesia no es un privilegio singular. 
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23 de marzo de 1906, aplicando a las valoraciones catastrales los ín-
dices de corrección aprobados por el Ministerio de Hacienda. El ti-
po impositivo único (excepto para los pueblos adoptados por el Cau-
dillo) es el 17,50 %. Sobre la cuota del Tesoro hay diversos recargos 
establecidos en favor de las Haciendas locales. 
Esta contribución se recauda normalmente por recibo, con arre-
glo a las normas establecidas en el capítulo tercero del título se-
gundo del Estatuto de la Recaudación, pero puede también satisfa-
cerse por el sistema de anticipación de cuotas, conforme al capítulo 
segundo del mismo título. 
La contribución territorial urbana se halla regulada por las Le-
yes de 18 de marzo de 1895, 8 de febrero de 1907, 29 de diciembre de 
1910, 9 de septiembre de 1931, 25 de junio de 1935, 29 de agosto y 19 
de abril de 1939, 16 de diciembre de 1940, 3 de septiembre de 1941 y 
29 de noviembre de 1944; Instrucción de 10 de septiembre de 1917 
y Reglamente de 15 de septiembre de 1932; Orden ministerial de 15 
de octubre de 1942 y Circular de 17 de octubre del mismo año. Hay 
una legislación especial para zonas de ensanche (Leyes de 26 de junio 
de 1892, 16 de diciembre de 1940 y 16 de diciembre de 1950, y Real 
decreto de 16 de marzo de 1926) y numerosas disposiciones regla-
mentarias . . 
Están sujetos a esta contribución, según la Instrucción de 10 de 
septiembre de 1917: a) los edificios, en el sentido más amplio de la 
palabra, aun cuando el terreno en que se hallen construídos no per-
tenezca al dueño de la construcción, con tal de que no tribute por 
rustica; b) los solares, es decir, los terrenos edificab1es que no produ-
cen renta alguna y están enclavados déntro de la línea perimetral 
del casco de las poblaciones o en las zorias de ensanche, siempre que 
tengan uno o más de sus lados formando línea de fachada a una o 
:más vías públicas, considerándose como tales aquellas que tengan to-
dos los servicios municipales o, por 10 menos, los de alumbrado, en-
cintado o afirmado; tienen también la consideración desolares los 
terrenos que, en la misma situación que los anteriores, estén desti-
nados a parques, jardines, huertos, talleres de cantería, encierro y 
pasto de ganados o cualquier otro aprovechamiento análogo; c) los 
censos, foros, subforos, pensiones y todos los gravámenes impuestos 
sobre los edificios urbanos exentos de pago de contribución, cual-
quiera que sea la persona o entidad obligada a satisfacerlos; y d) los 
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muelles de propiedad particular que haya en los puertos del territo-
rio español. 
Hay también exenciones perpetuas y temporales. Las primeras 
están declaradas fundamentalmente en la Ley de 29 de diciembre de 
1910, algunas de las cuales han sido recogidas por el Concordato; las 
exenciones temporales miran al fomento de la construcción de casas 
baratas (Ley de 9 de septiembre de 1931) y al saneamiento y refor": 
ma interior de las poblaciones (Ley de 18 de mayo de 1895, reforma-
da por la de 8 de febrero de 1907). 
La exacción de este tributo, desde el año 1922, se hace exclusiva-
mente por el sistema de cuota y, a partir de la reforma tributaria 
de 1940, con un solo tipo de imposición. La base impositiva viene da-
da por el valor en renta, que es un concepto jurídico en el que se 
comprende, según el Reglamento del Catastro de la riqueza urbana 
de 15 de septiembre de 1932, el producto total que produce o es sus-
ceptible de producir el edificio o solar de que se trata. El líquido im-
ponible se obtiene deduciendo del valor en renta los descuentos le-
galmente autorizados, tanto por razón de servicios (cuando no son 
objeto de contrato independiente) cuanto por el destino de la finca 
(por ej.: los edificios destinados a manicomios, sanatorios y ense-
ñanza, que estén sujetos a contribución, gozan de un descuento del 
·30 %). El tipo impositivo que se aplica es el 21,50 por 100. También 
hay recargos sobre la cuota del Tesoro. 
Al igual que la rústica. esta contribución se recauda normalmen-
te por recibo. 
7. Exenciones declaradas en el Concordato. 
Están exentos de contribución territorial, rústica o urbana según 
los casos, al amparo del artículo XX del Concordato, los bienes in-
muebles 3 que se enumeran en su apartado primero, a saber: 
3. Se ha suscitado la duda de si este apartado primero, cuando habla de Univer':" 
f>idades, Seminarios, colegios, etc. se refiere a los entes morales que llevan ese nombre 
o solamente a los inmuebles que ocupan. Creemos que debe entenderse en el segundo 
sentido, porque así se desprende del tenor literal del último párrafo, en el que se habla 
de "los inmuebles arriba enumerados», y porque, de ,lo contrario, se vendría á reconocer 
en favor de esos entes morales una exención absoluta de ' toda clase de impuestos, de 
la que no gozan otros entes eclesiásticos de más categoría, como las diócesis por 
ejemplo. Aunque sin plantearse la cuestión, se sigue este criterio en la Sentencia del 
Tribunal Suprf'mo de 10 de julio de 1961 y en los Acuerdos del Tribunal Eoonómico-
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"a) Las Iglesias y capillas destinadas al culto y, aSImIsmo. 
los edificios y locales anejos destinados a su servicio o a sede de 
asociaciones católicas". 
Se entiende por iglesia, según el canon 1.161, un edificio sagrado 
que se destina al culto divino, principalmente con el fin de que to-
dos los fieles puedan servirse de él para ejercer públicamente dicho 
culto. Lo que diferencia canónicamente a las iglesias de los oratorios 
es que las primeras sirven para todos los fieles, mientras que los se-
gundos. aun siendo lugares de culto, se erigen para utilidad de un 
grupo o de una persona privada (canon 1.188). Dentro de este con-
cepto de iglesia están comprendidos todos los templos, cualquiera 
que sea su denominación: catedrales, basílicas, parroquias, santua-
rios, ermitas, etc. 
La destinación o dedicación al culto de una iglesia se hace me-
diante la consagración solemne o, por lo menos, mediante la ben-
dición (canon 1.165, § 1.0) Y no se pierde a menos que la iglesia · se 
destruya completamente, o venga a tierra la mayor parte de sus pa-
redes, o sea reducida a usos profanos por el Ordinario del lugar (ca-
non 1.170). Según esto, y de acuerdo con las normas de interpreta-
ción que dimos al principio (vid. supra núm. 2), las iglesias sólo es-
tarían exentas de contribución territorial a partir de su consagra-
ción o bendición solemne, y hasta entonces tributarían cuando me-
nos en concepto de solar. Este es el criterio de la Dirección General 
del ramo. Sin embargo, tal interpretación no se aviene con los prin-
cipios en que se inspira el Concordato, uno de los cuales es eximir 
de todo gravamen los bienes destinaqos, no ya al culto, sino al ser-
vicio de la Iglesia; en este sentido, se puede entender por "destina-
ción" el acto por el cual el Ordinario del lugar (que para estos efec-
tos no puede ser el Vicario General sin mandato especial) da su con-
sentimiento expreso y por escrito para edificar una iglesia. Creemos 
que con este documento se puede solicitar la exención y los Delega-
dos de Hacienda deben dar orden de suspensión del cobro, a tenor de 
lo dispuesto en la Orden de 11 de marzo de 1939. Abona esta inter-
pretación el hecho de que la Ley de régimen local, en su artículo 
472, declara exentos de contribuciones especiales a los solares, pro-
Administrativo Central de 1 de diciembre de 1959, 12 de enero de 1960 y8 de marzo 
del mismo año. 
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piedad de la Iglesia, destinados a la construcción de los inmuebles 
enumerados en el artículo XX del Concordato, y el mismo criterio 
rige para la contribución territorial urbana en los Territorios Espa-
ñoles del Golfo de Guinea. Y aun cuando la iglesia pierda su consa-
gración o bendición litúrgica, o aunque esté cerrada al culto, no pier-
de la exención tributaria mientras no .se dedique por el Ordinario 
del lugar a usos profanos, porque la dedicación de que habla el Con-
cordato no es precisamente la dedicación litúrgica. 
Más difícil es precisár el alcance que deba darse a la palabra ca-
pilla. Aunque este término figura en el C.I.C., no responde a un con-
cepto jurídico definido, pues unas veces se emplea para designar los 
oratorios privados de los cementerios (cánones 1.190 y 1.194) Y otras 
para indicar un determinado recinto dentro de la iglesia o contiguo 
a ella (cánones 2.272 y 2.273). Por eso, no debe tomarse, dentro de 
este artículo del Concordato, en ninguna de esas acepciones concre-
tas -pues la primera es demasiado estricta y con la segunda resul-
taría supérflua- sino en el que es usual en España, equivalente a 
pequeño recinto sagrado, de uso público, y destinado al culto, aun-
que éste sea privado (El Concordato exige que estén destinadas al 
culto, pero no precisamente al culto público). De ordinario, estas ca-
pillas tendrán la consideración de oratorios públicos, pero pueden no 
serlo; y en ningún caso deben entenderse comprendidos en este tér-
mino, a los efectos fiscales, los oratorios privados, sobre todo si son 
domésticos. En la práctica, rara vez se planteará problema, ya que 
los oratorios semipúblicos que pudieran gozar de la exención forma-
rán parte de un inmueble destinado a Seminario, Universidad ecle-
siástica o casa religiosa, que estará exento por otro título. El caso 
más frecuente de aplicación será el de las capillas de los colegios que 
no tengan la consideración de benéfico-docentes. 
Es aplicable a las capillas, en cuanto a su destinación al culto, 
lo dicho para las iglesias. . 
Para que los otros edificios y locales de que habla el apartado a) 
del número 1 del artículo X X del Concordato gocen de la exención 
tributaria, se requieren dos condiciones, una de situación y otra de 
destino. En cuanto a la primera, se exige que estén anejos a una igle-
sia o capilla. Esta anexión cabe entenderla en el sentido de cone-
xión física o de dependencia. La propia Dirección General de Pro-
piedades y Contribución Territorial (que así se llamaba entonces) in-
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formó, en su día, que no era necesaria la conexión física (Vid. Dicta-
men del Consejo de Estado n.O 20.679), pero es porque partía del su-
puesto de que todos los inmuebles a que se refiere este apartado ha-
bían de ser propiedad de la Iglesia, cosa que no exige el Concordato; 
nosotros abundamos en este parecer, pero con la condición de que 
los anejos de que se trata formen un conjunto con el edificio prin-
cipal, es decir, una finca. En cuanto a la segunda condición, es pre-
ciso que estén destinados al servicio de una iglesia o capilla, que no 
es lo mismo que al servicio del culto -por ejemplo: almacén de .los 
objetos de culto, local de reunión de los fieles, vivienda del sacris-
tán o campanero, vivienda del rector o convictorio sacerdotal, siem-
pre, claro está, que la vivienda forme parte del edificio principal. 
etc. 4_ o a sede de asociaciones católicas. 
Estas asociaciones son las de fieles a que se refieren los títulos 
XVIII y siguientes del libro II del C.I.C. Para que merezcan tal ca-
lificativo parece que han de estar erigidas o, al menos, aprobadas por 
la autoridad eclesiástica (canon 686). Dentro de este concepto se 
comprenden las terceras órdenes seculares, con sus diferentes her-
mandades, las cofradías y las pías uniones; aunque, como las cofra-
días y las pías uniones han de estar erigidas en iglesia u oratorio 
público o semipúblico (canon 712, § 1), dificilmente cabrá sostener 
que cualquier otro local donde residan es su sede y, por tanto, rara 
vez les alcanzará esta exención. 
Obsérvese que el Concordato ha utilizado el calificativo de "cató-
licas", y no de eclesiásticas, para designar estas asociaciones; sin du-
. da para comprender la Acción Ca.tólica y sus Hermandades, que pro-
piamente no encajan en ninguna de las clases que cita el C.I.C .. y 
aquellas otras asociaciones de fieles que no están erigidas ni aproba-
das, sino simplemente "recomendadas" por la Iglesia, como las Con-
ferencias de San Vicente de Paul. 
"b) La residencia de los Obispos, de los canónigos y de los 
sacerdotes con cura de almas, siempre que el inmueble sea pr~ 
piedad de la Iglesia". 
4· El caso típico es el de los llamados Centros · parroquiales. En el Decreto .7361, 
de 5 de abril de 1962, dictado en desarrollo de las previsiones del Plan Nacional de 
la Vivienda, se dice que aos Centros parroquiales estarán integrados por la iglesia, des-
pachos parroquiales, salón de actos y viviendas. Esta descripción legal puede servir de 
orientación a la hora de determinar los anejos de una iglesia, a efectos fiscales. 
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Aquí no se trata ya de edificios sagrados o anejos a ellos, sino de 
otros inmuebles, propiedad de la Iglesia, con un destino específico. 
El C.I.C., al tratar de los bienes temporales de la Iglesia, estable-
ce en el canon 1498 que con el nombre de Iglesia se significa, a es-
tos efectos. no sólo la Iglesia universal o la Sede Apostólica, sino 
también cualquier persona moral eclesiástica, de no constar lo con-
trario en los sagrados cánones que regulan esta materia. Por tanto, 
pueden ser propiedad de la diócesis, del cabildo, de la parroquia, de 
una institución religiosa, etc. 
Como el Concordato habla de residencia de los Obispos, en ge-
neral, debe entenderse que gozan de la exención tributaria tanto la 
vivienda de los Arzobispos y Obispos residenciales (los llamados pro-
piamente y en la legislación antigua Palacios episcopales) como la 
de los ,titulares, por ejemplo, el Vicario General Castrense, los Coa.d-
jutores y los Auxiliares. No estará comprendida, en cambio, la resi-
dencia de los Abades y Prelados "nullíus" que no hayan recibido la 
consagración episcopal. 
,También está exenta de contribución territorial la vivienda de 
los canónigof\5, tanto si pertenecen a un cabildo catedral como cole-
gial, siempre que el inmueble sea propiedad de la Iglesia. Por canó-
nigos se entiende tanto las dignidades -que en España son el Dean, 
Arcipreste, Arcediano, Chantre y Maestrescuela, a las cuales se aña;, 
de el Tesorero en las catedrales metropolitanas- como los oficios 
(Magistral, Doctoral, Lectoral y Penitenciario), pero no los benefi-
ciados inferiores, llamados también racioneros, que propiamente no 
forman parte del cabildo, aunque a veces el Código los incluye bajo 
la denominación general de capitulares. 
Son sacerdotes con cura de almas los párrocos (canon 451), los 
vicarios actuales, es decir, los sacerdotes designados para que de 
modo actual ejerzan la cura de almas cuando la parroquia está uni-
da plenamente a una casa o a otra persona moral (canon 471), el 
5. El Concordato ha hecho mención expresa de los canónigos porque, en el régimen 
fiscal anterior, se suscitó la duda de si sus viviendas debían gozar de la exención tri-
butaria concedida por la Ley de 2 de marzo de I939. La Sentencia de 7 de marzo de 
I957, que corresponde a unos hechos anteriores aJa entrada en vigor del Concordato, 
las declara comprendidas en el ámbito de dicha Ley, citando, a mayor abundamiento, 
el texto concordado. 
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vicario ecónomo (canon 473), los vicarios sustitutos, si no se les ha 
puesto alguna restricción (canon 474) y los vicarios auxiliares cuan-
do suplen en todo al párroco (canon 475). La residencia de todos 
ellos, si el inmueble es propiedad de la Iglesia, goza de exención fis-
cal. En cambio, el Tribunal Económico-Administrativo Central 
(Acuerdo de 30 de abril de 1962) ha declarado sujeta a contribución 
la vivienda que ocupa el capellán de una comunidad religiosa feme-
nina, criterio muy discutible, pues si bien es cierto que el capellán 
no tiene cura de almas, y, por tanto, su vivienda no está comprendi-
da en el apartado b) del núm. 1 del Artículo XX del Concordato, no 
lo es menos que, al estar unida dicha vivienda al edificio del con-
vento, debe considerarse como formando parte de una casa religiosa 
y gozar de la exención al amparo del apartado e). 
"c)Los locales destinados a oficinas de la Curia diocesana y 
a oficinas parroquiales". 
En la práctica. las oficinas de la Curia diocesana suelen formar 
parte de la residencia del Obispo, es decir del Palacio episcopal, y las 
oficinas parroquiales son locales anejos a la iglesia, por lo que unas y 
otras estarán comprendidas de antemano en los apartados b) y a) 
del número 1 del artículo XX, respectivamente. Pero puede darse el 
caso de que haya algunas oficinas de la Curia en local separado de la 
residencia del Obispo 6, especialmente algunos Secretariados de ca-
ridad, de misiones, etc. 
Son oficinas de la Curia diocesana no sólo las que ocupan los ti-
. tulares de los diferentes oficios que la integran (Vicario General, Can-
ciller-Secretario, Provisor, Fiscal), sino también la Administración 
diocesana, los archivos, los secretariados y, en general, todas aquellas 
que colaboran con el Ordinario del lugar en el gobierno y administra-
ción de la diócesis. 
El Vicariato General Castrense y el Priorato de las Ordenes Mili-
tares no son diócesis. Sin embargo, y por analogía, las oficinas de las 
Curias respectivas deben equipararse, a estos· efectos, a las diocesanas. 
Una consideración aparte merece el Tribunal de la Rota, que no 
perte.nece a ninguna Curia diocesana, sino que depende de la Nuncia-
6. Así ocurre, por ejemplo, en San Sebastián. Fuera de ·Espa~a es muy corriente 
esta separación. 
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tura Apostólica, (Motu proprio de 7 de abril de 1947). Cuando se halle 
instalado en la propia Nunciatura, como ocurría hasta hace poco, los 
locales que ocupen sus oficinas estarán exentos de contribución terri-
torial urbana, bien porque se considere la sede de la Nunciatura como 
residencia de un Obispo y propiedad de la Iglesia (apartado b del ar-
tículo XX), bien por la exención legal concedida a las representacio-
nes diplomáticas. Cuando, por el contrario, tenga su local propio, no 
le alcanzará la exención declarada en el apartado que estamos co-
mentando 7. ' 
Bajo el nombre de oficinas parroquiales se comprenden los locales 
destinados a llevar los libros enumerados en el canon 470 (Registros 
y archivo), la colecturía de misas, los secretariados y demás activida-
des administrativas de la parroquia. 
"d) Las Universidades eclesiásticas y los Seminarios destinados 
a la formación del Clero". 
Se refiere este apartado a los inmuebles ocupados por los institu-
tos de educación de la Iglesia destinados a la formación del Clero~ 
Estos institutos, cuando confieren grados académicos, se llaman Uni-
versidades y, en los demás casos, Seminarios. 
Las Universidades eclesiásticas han de estar erigidas por la Santa 
Sede, con arreglo a la Constitución Apostól~ca Deus scientiarum Do-
minus de 24 de mayo de 1931, que reformó la organización de loses,. 
tudios, y las Ordenaciones de 12 de junio del mismo año. En España 
hay dos Universidades de estudios eclesiásticos, la de ' Comillas y la 
de Salamanca. Pero aunque el Concordato habla sólo de Universida-
des, hay que entender que la exención es igualmente aplicable a las 
Facultades eclesiásticas aisladas, pues el propio Estado las reconoce y 
se compromete a dotarlas de algún modo en el Convenio con la santa 
Sede de 8 de diciembre de 1946, Y de hecho figuran en los Presupues-
tos. En cambio, la exención declarada en el Concordato no alcanza, en 
principio, a las Universidades de estudios civiles erigidas por la Silla 
Apostólica y conocidas con el nombre de Universidades católicas, por-
que no están destinadas a la formación del Clero 8. 
7. Actualmente no hay problema, porque la Rota se halla instalada en un edificio 
propiedad del Estado. 
·8. Existe, sin embargo, una comunicación del Ministerio de Hacienda a la Nun-
ciatura en la que se da por supuesto que las Universidades de estudios civiles erigidas por 
la Santa Sede en España gozan también de la exención de impuestos que gravan la te-
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La exención en favor de los Seminarios es tradicional en nuestra 
Patria, como vimos en los antecedentes (supra núm. 1), sólo que la 
legislación interna hablaba únicamente de Seminarios conciliares, así 
llamados porque su institución se remonta al Concilio de Trento. Es-
tos Seminarios eran los destinados a la formación del clero secular 
diocesano; por su dependencia, pueden ser diocesanos o interdiocesa-
nos, y por su dedicación, mayores (donde se cursan los estudios de fi-
losofía y teología) y menores (para las humanidades). El Concordato. 
al prescindir de la palabra conciliares, amplía el alcance de la exen-
ción a otros Seminarios que no son propiamente diocesanos, por ej.: 
el Seminario Nacional de Misiones; aunque, en la práctica, esos Semi-
narios no diocesanos serán casi siempre escuelas apostólicas o novi-
ciados de institutos religiosos de varones, que gozarán también de la 
exención por el concepto de casas . religiosas. 
"e) Las casas de las órdenes, congregaciones e institutos reli-
giosos y seculares canónicamente establecidos en España". 
Existen en la Iglesia tres clases de sociedades cuyos miembros se 
consideran oficialmente en estado de perfección cristiana: las reli-
, giones, que pueden ser órdenes o congregaciones religiosas, en las que 
se emiten votos públicos y se practica la vida común; las llamadas 
sociedades de vida común sin votos, a las que se refieren los cánones 
673-681, integradas por hombres o mujeres que viven en comunidad 
pero sin emitir votos públicos; y los institutos seculares de perfección 
y apostolado, cuyos miembros no emiten votos públicos ni están obli-
gados a vivir en común; estos institutos se rigen fundamentalmente 
por la Constitución Apostólica Provida Mater Ecclesia, promulgada 
por Pío XII el 2 de febrero de 1947. 
No hay en España ninguna limitación legal para el establecimien-
to de institutos religiosos o seculares de perfección; por ello, en el 
apartado que comentamos, sólo se requiere que estén canónicamen-
te establ~cidos, es decir, que estén aprobados por legítima autoridad 
eclesiástica, que puede ser el Obispo (y entonces se llaman de dere-
cho diocesa,no) o la Santa Sede (de derechO pontificio), bastando en 
este segundo caso con que hayan obtenido el Decretum laudis. Las 
nencia y disfrute de bienes inmuebles, pero esta comunicación no ha sido incorporada al 
Con'll'enio adicional, de 5 de abril de 1962, sobre reconocimiento de dichas Universi-
dades a efectos civiles. 
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sociedades de derecho diocesano no pueden establecerse en otra dió-
cesis sin el consentimiento de ambos Ordinarios. 
Aunque basta con la citada aprobación para que las sociedades 
de perfección se consideren legalmente establecidas en España, el ar-
tículo IV del Concordato sólo reconoce personalidad jurídica a las ya 
existentes a su entrada en vigor, y a las que se establezcan .en lo su-
cesivo con la condición -para estas últimas- de que el Decreto de 
erección o de aprobación sea comunicado oficialmente por escrito a 
las autoridades competentes del Estado, lo que se hace en la prácti-
ca mediante la inscripción en un registro especial del Ministerio de 
Justicia, en la forma que previene el Decreto de 12 de marzo de 1959. 
Las sociedades y Jos institutos posteriores al Concordato que no ha-
yan cumplido esta condición, aunque estén canónicamente estableci-
dos en España, al no poder acreditar legalmente su personalidad ju-
rídica, no pueden hacer valer sus derechos frente al Estado y, en con-
secuencia, no gozarán de exenCiones tributarias. 
La exención a que se refiere este apartado comprende solamente 
las casas de los institutos que se indican, debiendo tomarse esta pa-
labra en el sentido de edificio ocupado por una comunidad religiosa 
(monasterio. convento, etc.) 9 o por un centro de un instituto secular, 
canónicamente erigidos. La erección de la casa religiosa o del centro 
corresponde al Superior interno, pero con el consentimiento previo 
del Ordinario local. Generalmente, ese consentimiento o permiso será 
el medio de prueba de la erección, pero debe tenerse en cuenta que no 
se requiere para su validez que sea escrito. 
"f) Los colegios u otros centros de enseñanza dependientes de 
la jerarquía eclesiástica, que tengan la condición de benéfico-
docentes". . 
El artículo XIX del Concordato reconoce a la Iglesia el derecho de 
organizar y dirigir escuelas públicas de cualquier orden y grado, in-
cluso para seglares. Aquí se comprenden tanto los centros de ense-
ñanza superior, destinados a seglares, como los colegios de enseñan-
za media, las escuelas primarias, las del magisterio, las de formación 
9· Cuando una parte del inmueble esté destinada a la enseñanza retribuida o a 
cualquier actividad industrial, sólo gozará de exención fiscal la parte habitada por la. 
Comunidad. Vid. en este sentido la Orden ministeriaJ de II de marzo de 1939. que sigue 
aplicándose en la gestión de este impu~o. 
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profesional o social, escuelas del hogar, etc. Pero, para que los inmue-
bles ocupados por estos centros estén exentos de contribución terri-
torial al amparo del Concordato, se requieren dos condiciones: 
1.a Que dependan de la jerarquía eclesiástica. Esta dependencia 
ha de entenderse en el sentido de que hayan sido erigidos por la com-
petente autoridad eclesiástica, bien sea la Santa Sede, cuando se tra-
te de centros de enseñanza superior, bien el Ordinario del lugar o el 
Superior de un instituto religioso o secular, con el permiso previo del 
Ordinario, en los demás casos. No es preciso, en cambio, que estén 
oficialmente reconocidos, pues este reconocimiento sólo cuenta para 
la validez, a efectos civiles, de los estudios cursados en ellos; y, 
2.a Que tengan la condición de benéfico-docentes, bien porque :Q,a::' 
yan sido clasificados como tales por el Ministerio de Educación Na':' 
cional con arreglo a la Instrucción de 24 de julio de 1913, bien porque 
gocen de esa consideración en virtud de un precepto de caráCter. ge-
neral, como ocurre con los Colegios Mayores Universitarios, según el 
artículo 16 del texto refundido de 30 de noviembre de 1943. 
Se ha pretendido que todos los colegios y centros de enseñanza de 
los religiosos, aun cuando no tuviesen la condición de benéfico-docen-
tes, estuvieran exentos de la contribución territorial y demás impues-
tos directos al amparo del apartado e) del artículo XX, por conside-
rarlos como casas religiosas. Este criterio no ha prosperado, ni parece 
que deba prosperar, de acuerdo con las normas de interpretación que 
dimos al principio, porque convertiría en prácticamente inútil o su-
pérflua una de las cláusulas pactadas -el apartado f)- y porque n? 
hay razón alguna para que los colegios de los religiosos tengan un 
trato fiscal más favorable que los demás centros docentes de la Igle-
sia. En la práctica, los agentes de la Administración siguen aplicando 
la Orden ministerial de 11 de marzo de 1939 y, al señalar la base im-
ponible, descuentan la renta que deba asignarse a la parte del inmue-
ble ocupada por escuelas gratuitas y por la residencia de la comuni-
dad, además de la capilla, como es lógico. 
Finalmente, sigue diciendo el número 1 del artículo XX del Con-
cordato: 
"Están comprendidos en la exención los huertos, jardines y de-
pi:mdencias de los inmuebles arriba enumerados, siempre que no 
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estén destinados a industria o a cualquier otro uso de carácter lu-
crativo". 
Esta exención, aunque no con la amplitud que ahora se le da, era 
tradicional en la legislación española sobre la contribución territorial 
desde el Reglamento de 30 de septiembre de 1885 y, sobre todo, a par-
tir de la Ley de 1910. 
Tal y como está redactada esta cláusula" parece que los huertos, 
jardines y dependencias de que habla han de estar unidos al inmue-
ble principial. No era éste el criterio tradicional en cuanto a los huer-
tos -parroquiales. A propósito de la desamortización, el Real Decreto 
de 4 de enero de 1867 estableció en su artículo 1.0 que "bajo el concep-
to de huerto y campo anejo a las casas rectorales, ya sea conocido con 
este nombre o con el de iglesario, manso u otro, se considerará excep-
tuada y excluída de la venta, conforme el artículo 6.0 del Convenio 
otorgado con la Santa Sede en 25 de agosto de 1859, la finca que haya 
venido disfrutando y poseyendo gratuitamente el párroco para su co-
modidad y recreo y para las necesidades de su casa, aunque no esté 
materialmente unida a ésta"; y la Ley de 2 de marzo de 1939 declara 
exentos de contribución territorial los jardines y huertos destinados 
a recreo de los Obispos y párrocos, sin exigir la contigüedad con el 
inmueble que habiten. Creemos que debe seguir en vigor este crite-
rio, con la limitación que viene impuesta por razón del destino. 
Se entenderá que los huertos, jardines y dependencias de los in-
muebles citados no están destinados a industria o a cualquier otro uso 
de carácter lucrativo cuando se utilicen exclusiva y gratuitamente 
para recreo o actividades deportivas de los sacerdotes, religiosos y 
miembros de los institutos seculares, y sus educandos, ocupantes del 
inmueble principal; o para servicios complementarios de éste, tales 
como almacenes, corrales, garajes, etc. o para el cultivo directo cuan-
do se trate de huertos, siempre que sus productos no se vendan en el 
mercado o que su extensión -que podría fijarse en media hectá-
rea de regadío y dos de secano- no permita hacer de ellos una ex-
plotación agrícola. 
El Tribunal Económico-Administrativo Central, en su Acuerdo de 
22 de noviembre de 1955, ha declarado sujeto a tributación un huerto, 
propiedad de la Iglesia, porque no lo ocupaba ni utilizaba el titular 
de la parroquia, sino que 10 tenía cedido al sacristán en compensa-
ción por sus servicios. 
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8. El problema de la titularidad. 
El número 1 del artículo XX del Concordato no exige, salvo en el 
apartado b) , que los inmuebles en favor de los cuales se establece la 
exención sean propiedad de la Iglesia. De acuerdo con la finalidad del 
Concordato, parece que debiera exigirse esta condición o, al menos, 
que pertenezcan a la Iglesia en virtud de un título, como el usufruc-
to, que la convirtiera normalmente en sujeto del impuesto, ya que 
sería absurdo que el beneficio de la exención redundara en favor de 
los particulares que han cedido la posesión de sus inmuebles para ac-
tividades o fines eclesiásticos pero a título oneroso, como por ejemplo 
en virtud de un contrato de arrendamiento. Si no se hubiera hecho 
mención expresa de este requisito en uno de los apartados, concreta-
mente en el b), no habría problema, pero esa mención expresa en uno 
de los casos hace pensar que en los otros se ha omitido de intento. 
La antigua Dirección General de Propiedades y Contribución Te-
rritorial, al informar sobre el alcance de las exenciones fiscales del 
Conco"'dato (Vid. dictamen del Consejo de Estado antes citado), ma-
nifestó que debía limitarse el beneficio, por lo que se refiere a los in-
muebles del apartado a) -iglesias y capillas- a los que fueran pro-
piedad de la Iglesia, pero no decía nada en cuanto a los otros aparta-
dos, ni tampoco el Consejo de Estado se hizo eco de esta propuesta. 
Con tales antecedentes, podría llegarse a la siguiente fórmula con-
ciliatoria de la finalidad de las exenciones y de la redacción literal 
del texto concordado: los inmuebles expresados en el apartado a), 
es decir las iglesias y capillas con sus locales anejos, estarán exentos 
de contribución territorial cualquiera que sea su dueño, pues el des-
tino al culto justifica, por sí mismo, el beneficio fiscal que se les con-
cede; en cambio, a partir del apartado b), se entiende puesta en to-
dos los siguientes la condición en él expresada de que los inmuebles 
enumerados pertenezcan a la Iglesia o a un ente eclesiástico en pro-
piedad, o en virtud de otro de los títulos que sirven para determinar 
el sujeto de este impuesto. 
9. Alcance de la exención y modo de obtenerla. 
En cuanto a si los terrenos que tengan la condición legal de sola-
res deben comenzar a disfrutar la exención de contribución territorial 
urbana desde el momento en que se destinen a la construcción de los 
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edificios enumerados en el artículo XX, véase 10 dicho a propósito de 
las iglesias (supra núm. 7) . 
. La exención de contribución territorial, rústica y urbana, decla-
rada en el Concordato para los citados inmuebles, es perpetua y abso-
luta, o sea que comprende no sólo la cuota estatal sino también los 
recargos establecidos o que puedan establecerse en 10 sucesivo. 
Respecto al modo de hacer valer la exención en vía de gestión, en 
tanto no se dicten normas especiales, habrá que atenerse a lo dispues-
to en la Orden ministerial de 11 de marzo de 1939, según la cual, las 
Jerarquías de la Iglesia Católica y los superiores de las órdenes y co-
munidades religiosas formularán ante la Delegación o Subdelegación 
9.e Hacienda correspondiente una declaración por cada uno de los edi-
ficios radicantes en la demarcación que deban disfrutar del benefi-
c~o fiscal, en la que harán constar, de modo preciso y concreto, el 
término municipal a que pertenece el inmueble y la situación, linde-
ros y destino de éste, así como el nombre del propietario. 
Recibidas las declaraciones en las dependencias provinciales, se 
dispondrá por éstas su remisión, bajo factura, a las Juntas periciales 
o al Servicio de valoración urbana, según se trate de pueblos o de 
capitales, procediendo esos organismos, con la máxima urgencia, a 
su comp"'obación, y devolviéndolas después a la oficina de origen. con 
informe razonado acerca de la procedencia de la exención tributaria. 
Si en los edificios ocupados por institutos religiosos o seculares hu-
biere parte de los mismos destinada a alguna industria, o a enseñan-
za retribuída o a cualquier otro fin de carácter lucrativo, las Juntas 
periciales o el Servicio de valoración urbana, en su caso, fijarán la 
renta producida o que deba ser asignada a dicha parte y los líquidos 
imponibles correspondientes. 
Devueltas a las dependencias provinciales las declaraciones com-
probadas e informadas, se remitirán por aquéllas, con relación dupli-
cada, al Centro directivo para la resolución definitiva. Al propio tiem-
po, deberán dichas dependencias incoar los expedientes que afecten á. 
casas religiosas en que existan locales destinados a fines lucrativos. 
con Objeto de liquidar y exigir la contribución territorial que a los 
mismos corresponde; 
Tan pronto como queden presentadas laS declaraciones a que se 
452 
EXENCIONES TRIBUTARIAS EN EL CONCORDATO 
ha hecho referencia, las administraciones de propiedades y contribu-
ción territorial lo pondrán en conocimiento de las respectivas tesore-
rías de Hacienda, para que por éstas se ordene la suspensión de todo 
procedimiento de cobro de recibos que, correspondiendo a la contri-
bución territorial de los edificios y terrenos afectados por los bene-
ficios de exención, estuvieren entonces pendientes de pago, formu-
lando al efecto las oportunas facturas a los recaudadores respectivos, 
que les servirán de data interina de aquellos valores mientras no re-
caiga acuerdo definitivo de la Dirección General sobre la exención 
pretendida. 
No obstante, entendemos que, al menos para los templos, pala-
cios episcopales y seminarios, la Administración debe proceder de ofi-
cio a la instrucción de los expedientes relativos a la exención, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 48 de la Instrucción de 19 de 
enero de 1915, o incluso que no hace falta declaración especial, por 
analogía con lo establecido para el impuesto sobre bienes de las per-
sonas jurídicas (Vid. in/ra núm. 25). 
§ 2;o-Impuesto sobre los rendimientos del trabajo personaZ 
10. Reorganización del tributa. 
Lbs rendimientos del trabajo personal venían siendo gravados 
tradicionalmente en España, desde la reforma de Villaverde del año 
1900, por dos tributos distintos: la contribución industrial, de co-
mercio y profesiones y la contribución sobre las utilidades de la ri-
queza mobiliaria, tarifa primera. No se trataba de una doble impo-
sición sino de una tributación complementaria, ya que de la cuota 
de utilidades se deducía, en su caso, la que el contribuyente hubiera 
satisfecho por industrial. Por eso solía decirse, con razón, 10 mismo 
tratándose de contribuyentes individuales que de sociedades, que la 
contribución industrial gravaba los beneficios presuntos, mientras 
que la de . utilidades recaía sobre los beneficios efectivos. 
Cuando, a consecuencia de los Convenios con la Santa Sede de 4 
de abril de . 1860 y 24 de junio de 1867, empezó a figurar en los Pre· 
supuestos generales del Estado una asignación especial para culto 
y clero, que viniera a compensar en parte los efectos de las leyes de· 
samortizadoras, esta asignación quedó sujeta a un gravamen equi-
va.l~I1te ~ la ~arifa :primera de u~ilida<ies, que aparece por primera 
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vez en los Presupuestos de 1910 con el nombre de Donativo de Clero 
y Monjas. 
Al redactarse el texto refundido de la Ley de Utilidades de 22 de 
septiembre de 1922, no se hizo mención alguna de dicho gravamen 
que, sin embargo, siguió figurando en los Presupuestos, porque pro-
piamente hablando era un concepto impositivo distinto, y el Real 
Decreto de 3 de enero de 1928 dictó las normas para su exacción. 
A partir de 1.° de enero de 1958, yen virtud de lo dispuesto en el 
artículo 44 de la Ley de reforma tributaria de 26 de diciembre an-
terior, la contribución industrial, de comercio y profesiones, en 10 
que afecta a los p"ofesionales, y la tarifa primera de utilidades que-
daron integradas en un solo tributo con sustantividad propia, deno-
minado impuesto sobre los rendimientos del trabajo personal, que 
seguiría rigiéndose por los preceptos reguladores de la segunda de 
aquellas exacciones, salvo en la parte que se modificaba expresa-
mente. Y, al mismo tiempo, desapareció del Presupuesto de ingre-
sos el llamado Donativo de Clero y Monjas. 
Están sujetos al impuesto sobre los rendimientos del trabajo per-
sonal todos los que, no hallándose expresamente exceptuados, perci-
ban una retribución en recompensa de trabajos o servicios per-
sonales. 
Constituyen el objeto de la imposición todas las utilidades, lo 
mismo si son fijas en su cuantía y periódicas en su vencimiento que 
si son eventuales, incluso las percibidas por las clases pasivas. Que-
dan sin gravar las utilidades fijas en su cuantía y periódicas en su 
vencimiento, cuando el importe anual de la base de imposición no 
exceda de 18.000 pesetas. Además, la Ley declara exentas una serie 
de retribuciones, entre ellas las que perciban las Hijas de la Caridad. 
El impuesto se exige al tipo único del 15 por 100, previa reduc-
ción de la base imponible por aplicación de los coeficientes que se-
ñala el artículo 46 de la Ley de 26 de diciembre de 1957. Las remu-
neraciones de los administradores de sociedades anónimas tributan 
al tipo fijo del 20 por 100, sin detracción alguna, cualquiera que sea 
su. cuantía. Los profesionales que estaban comprendidos en la tari- . 
fa 5.& de la contribución industrial (nunca incluyó a los sacerdotes, 
como tales, ni ningún oficio eclesiástico, excepto el de notario) sa-
tisfarán para ejercer la profesión una cuota fija o de licencia, que se 
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considerará como mínima y se exigirá con arreglo a las normas que 
para aquellos contribuyentes regían en las tarifas de la mencionada 
contribución; esta cuota se reduce, en progresión inversa, en los cin-
co primeros años de ejercicio de la profesión. La tarifa fue estable-
cida por la Orden ministerial de 27 de enero de 1958, con lasmodi-
ficaciones de 8 de agosto y 7 de octubre de 1959. 
La recaudación del impuesto se hace por el sistema · de convenio 
o mediante declaración jurada que presenta el interesado en la Ad-
ministración de Rentas Públicas de la provincia, la cual practica la 
liquidación provisional, que se eleva a definitiva una vez efectuadas 
las comprobaciones oportunas; o por retención, que puede ser direc-
ta, cuando es el mismo Estado el que efectúa el pago de las utilida-
des, o indirecta, cuando la realiza una persona natural o jurídica 
que venga obligada por la Ley a practicar la retención. 
11. Exención de los rendimientos del ministerio sacerdotal. 
El número 3 del artículo XX del Concordato dispone: "Están 
igualmente exentas de todo impuesto o contribución las dotaciones 
del culto y clero a que se refiere el artículo XIX, y el ejercicio del 
ministerio sacerdotal". 
Las dotaciones que en particular enumera el artículo XIX del 
Concordato son las correspondientes a los Arzobispos y Obispos resi-
denciales, los coadjutores, auxiliares, vicarios generales, cabildos 
catedrales y de las colegiatas, el clero parroquial y las que se figu-
ren en favor de los Seminarios y Universidades eclesiásticas y para 
el ejercicio del culto; todas ellas se encuentran en el presupuesto de 
obligaciones eclesiásticas del Mi:rlisterio de Justicia (Sección trece). 
Los dos últimos grupos, en cuanto no sean asignaciones de carácter 
personal (sueldos y gratificaciones de profesores), no caen dentro del 
ámbito de aplicación del impuesto sobre los rendimientos del tra-
bajo personal, sino que, por su carácter de subvenciones, correspon-
den al de derecho reales, que estudiaremos más adelante. Las demás, 
cualquiera que sea su cuantía, gozan de la exención del impuesto. 
La Orden del Ministerio de Hacienda de 6 de julio de 1955 aclaró 
que "la exención concedida por el número 3 del artículo XX del 
Concordato celebrado entre la Santa Sede y el Estado Español, de 
todo impuesto o contribución sobre las dotaciones del culto y clero 
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a que se refiere el artículo XIX y el ejercicio del ministerio sacerdo-
tal, ha de entenderse que afecta única y exclusivamente, en cuanto 
a percepciones de carácter personal, a los haberes de las clases ecle-
siásticas que se satisfacen con cargo a los Presupuestos del Estado 
y que se sometían al descuento del Donativo de Clero y Monjas, se-
gún el Real Decreto de 3 de enero de 1928". Esta interpretación uni-
lateral, que en la práctica es correcta -porque de hecho no venía 
exigiéndose el impuesto de utilidades ni la contribución industrial 
por el ejercicio del ministerio sacerdotal- no es válida legalmente, 
pues olvida que los eclesiásticos pueden tener otras percepciones de 
carácter personal que no se satisfacen con cargo a ninguna consig-
nación presupuestaria, sino que proceden -del ejercicio . del minis-
terio (tales como los estipendios de misas manuales, los derechos de 
estola, las . gratificaciones por la predicación, las remuneraciones 
asignadas a los capellanes no beneficiados, etc.) que normalmente 
estarían sujetas al impuesto sobre los rendimientos del trabajo per-
sonal, pero que se hallan exentas en virtud de lo dispuesto en el 
número 3 del artículo XX del Concordato. 
En cambio, todas las demás percepciones de los eclesiásticos por 
el ejercicio de una actividad distinta del ministerio sacerdotal, 10 
mismo si son fijas en su cantía y periódicas en su vencimiento que 
si son eventuales, tanto si se satisfacen con cargo a los Presupuestos 
gel Estado como si tienen otro origen, están sujetas al impuesto so-
bre el rendimiento del trabajo personal. Y si, además, ejercen una 
profesión civil libre, deberán pagar también la correspondiente li-
cencia. 
Como caso dudoso puede plantearse el de los haberes que perci-
ben los sacerdotes que integran los Cuerpos de Capellanes de Prisio-
nes o del Clero Castrense. En realidad, esos haberes son la retribu-
ción por el ejercicio de su sagrado ministerio en determinados esta-
blecimientos públicos, aunque aparezcan consignados en Presupues-
tos como sueldo de funcionarios. Pero como en materia de exencio-
nes tributarias la interpretación ha de ser estricta y estas asigna-
ciones no figuran entre las que enumera el artículo XIX del Con-
cordato, parece que deben excluirse del alcance de la exención. Así 
lo ha entendido el Ministerio de Hacienda, al declarar en el número 
2.0 de la Orden ministerial antes citada que "a los haberes que con 
cargo a dichos Presupuestos perciban los funcionarios que integran 
el Cuerpo de Ca~ellanes de Prisiones, les seráIl: aplicables las norma ,s, 
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generales sobre tributación por tarifa primera de utilidades, conte-
nidas en el Decreto-Ley de 15 de diciembre de 1927 e instrucción pro-
visional de 8 de mayo de 1928, debiendo someterse a gravamen a los 
tipos correspondientes del artículose["undo de la Ley de 16 de diciem-
bre de 1954 (hoy modificada por la de 26 de diciembre de 1957) y, 
cuando así proceda, al señalado en el artículo tercero de la misma, 
que determina la forma de gravamen de las utilidades eventuales". 
Lo cual es bastante razonable, porque estos haberes no responden 
,sólo al ejercicio del ministerio (por el que pueden seguir recibiendo 
estipendios) sino a una verdadera relación de empleo. 
Este mismo criterio es válido para los haberes del Clero castren-
se y, con mayor razón, para los de los profesores de Religión en los 
centros de enseñanza estatal y para las dotaciones del Tribunal de 
la Rota, que figuran en el Presupuesto de Asuntos Exteriores. 
La regla general está contenida en el número 4 del artículo XX 
del Concordato, cuando dice que todos los ingresos de personas ecle-
siásticas que no provengan del ejercicio de actividades religiosas pro-
pias de su apostolado, quedarán sujetas a tributación en paridad de 
condiciones con las demás personas. 
§ 3.° - Impuesto industrial 
12. El ejercicio del ministerio sacerdotal. 
El hecho de que el número 3 del artículo XX del Concordato de-
clare expresamente exento de todo impuesto el ejercicio del ministe-
rio sacerdotal, y no sólo los rendimientos que de él se obtengan, nos 
obliga a hacer referencia a otro gravamen del sistema tributario es-
pañol que, a primera vista, parece que nada tiene que ver con las 
exenciones concordatarias; nos referimos a la antigua contribución 
industrial, de comercio y profesiones, cuyos orígenes más remotos 
seremontan al siglo XVIII, con el tributo denominado de "tratos y 
comercios", pero cuyo antecedente inmediato se encuentra en la Ley 
de Presupuestos de 1845. Por Decreto-Ley de 11 de mayo de 1926, se 
publicaron las nuevas bases de ordenación de este impuesto, que en 
buena parte están todavía vigentes, y tras las modificaciones intro-
ducidas por la Ley de 16 de diciembre de 1940 y disposiciones com-
plementarias, se llega a la Ley de reforma tributaria de 26 de 
pic~embre de 1957. ' .' '" 
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En virtud de 10 dispuesto en el artículo 54 de esta Ley, la antigua 
contribución industrial, de comercio y profesiones -previo desglose 
de la parte relativa a los profesionales para incorporarla al impuesto 
sobre los rendimientos del trabajo personal- se denominará en 10 
sucesivo impuesto sobre actividades y beneficios comerciales e indus-
triales, abreviadamente Impuesto industrial, y se exigirá en las dos 
formas siguientes: 
a) Cuota fija o licencia fiscal, por el mero ejercicio de cualquier 
industria, comercio, arte u oficio no exceptuados expresamente, aun-
que no se hallen clasificados a los efectos tributarios; y, 
b) Cuota por beneficios según los rendimientos ciertos o esti-
mados de cualquier actividad sujeta a licencia fiscal y no exceptuada 
expresamente. 
Están sujetas al pago de la licencia fiscal todas las personas físi-
cas y jurídicas, así españolas como extranjeras, que ejerzan en terri-
torio español industria, comercio, arte u oficio por cuenta propia 
o en comisión. Dicha cuota se determina con arreglo a las tarifas 
publicadas por Orden ministerial de 15 de diciembre de 1960, que-
dando suprimido el régimen de agremiación a que se refieren las 
bases 34 y siguientes del Real Decreto-Ley de 11 de mayo de 1926. 
Se mantieneri los recargos establecidos en favor de las Corporaciones 
locales. 
Toda actividad sujeta al pago de licencia fiscal, ejercida por una 
persona física, estará además gravada con la cuota de beneficios, sal-
vo cuando el importe anual de la licencia fiscal no exceda de 1.500 
pesetas y el volumen de operaciones no pase de 300.000. La exacción 
de esta cuota se hace con arreglo a la Instrucción provisional de 9 de 
feb'''ero de 1958, al tipo único del 20 por 100. De la cuota de beneficios 
se deduce la cuota del Tesoro por licencia fiscal. 
De conformidad con 10 dispuesto en el número 3 del artículo X X 
del Concordato, no se puede exigir el pago de licencia fiscal ni, en su 
caso, de cuota de beneficios a ninguna persona o ente eclesiástico 
por el ejercicio del ministerio sacerdotal. Se entiende por ministerio 
sacerdotal toda actividad que se realiza en virtud de las sagradas 
órdenes. 
Las demás actividades comprendidas ep el ámbito de esta con-
EXENCIONES TRIBUTARIAS EN EL CONCORDA'l'O 
tribución, aunque sean ejercidas por eclesiásticos, quedan sujetas al 
pago del impuesto industrial, cuando menos por el concepto de 
licencia fiscal, a menos que estén legalmente exceptuadas. 
Están legalmente exceptuados una serie de servicios; de los cua-
les los que aquí más interesan son: 
a) Dentro del epígrafe 3.442, la publicación y reparto gratuito 
de libros, folletos o periódicos encaminados a difundir ideas religio-
sas, con tal de que no se inserte en ellos publicidad de ningún tipo. 
No debe considerarse publicidad, a estos efectos, la propaganda del 
culto católico, de acuerdo con el criterio de la Ley del Timbre. 
b) Dentro del epígrafe 9.652, los servicios que se presten con 
absoluta gratuidad a las personas acogidas en establecimientos de 
hospitalización y asistencia médica y manicomios. 
c) En el número 20 de la Tabla de exenciones aneja a las tarifas 
del año 1951 (que debe considerarse vigente, a tenor de lo dispuesto 
en el artículo 55 de la Ley de 26 de diciembre de 1957), los estable-
cimientos de enseñanza sostenidos por fundaciones esencialmente 
benéficas, aunque por excepción vendan los productos de los talleres 
dedicados a dicha enseñanza en el mismo establecimiento, siempre 
que el importe de la venta se destine a la compra de materias primas 
o al sostenimiento de la enseñanza en el mismo centro docente. 
d) En el número 46 de la misma Tabla, los hospitales, casas de 
beneficencia y demás establecimientos piadosos absolutamente gra-
tuitos. 
13 El problema de los establecimientos docentes de la Iglesia. 
Se ha pretendido, al amparo del Concordato, que los Colegios 
y demás establecimientos de enseñanza de la Iglesia estuvieran 
exentos del impuesto industrial, pero no se ve el modo de fúnda-
mentar legalmente esta exención. 
En efecto, no cabe decir, invocando el número 3 del artículo XX, 
que la docencia en la Iglesia es una forma del ministerio sacerdotal, 
pues, además del estricto sentido en que debe tomarse este último, 
en la mayor parte de los casos los que desempeñan las tareas docen-
tes en los centros de enseñanza de la Iglesia no son clérigos. 
Tampoco cabe acogerse al número 1, interpretando su aparta-
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do f) como referido no a los inmuebles sino a las instituciones que 
cita, pues, aparte de que esta interpretación está en pugna con la 
misma letra del Concordato (Vid. supra, nota 3) y con los antece-
dentes históricos de ese número primero, no resolvería el problema, 
porque los centros a los que se quiere extender la exención son pre-
cisamente aquellos que no gozan de la condición de benéfico-docentes. 
A lo sumo podría hacerse el siguiente razonamiento: El número 4 
del artículo XX del Concordato declara que "todos los demás bienes 
de entidades o personas eclesiásticas, así como los ingresos de éstas 
que no provengan del ejercicio de actividades religiosas, propias de 
su apostolado, quedarán sujetos a tributación conforme a las leyes 
generales"; ahora bien, como los ingresos que se obtienen en los cen-
tros docentes del a Iglesia son fruto del ejercicio de actividades pro-
pias de su apostolado, hasta el punto de que en la mayor parte de los 
casos las personas y entidades eclesiásticas que rigen dichos centros 
tienen como apostolado específico la enseñanza, y así está declarado 
en sus estatutos, tales ingresos o rentas no pueden venir gravados por 
ningún impuesto de carácter estatal o local. Esto equivaldría a reco-
nocer que el número 4 del artículo XX del Concordato, junto con la 
regla general de sometimiento a gravamen de los bienes de entidades 
y personas eclesiásticas, contiene también la declaración expresa de 
otra exención no comprendida en los números anteriores: la exención 
en favor de los ingresos que provienen, no ya del ministerio sacerdotal, 
sino del ejercicio de actividades propias de su apostolado, que pueden 
ser de caridad o de enseñanza. 
Esta interpretación, que no parece forzada, no está, sin embargo, 
admitida con carácter general por la administración de la Hacienda 
pública, aunque, en la práctica, se aplique muchas veces. Mientras 
no se admita, el régimen .fiscal de los centros docentes de la Iglesia es 
el siguiente: 
a) Centros de enseñanza gratuíta: están exentos del impuesto 
industrial por aplicación de los números 20 ó 46, según los casos, de 
la Tabla de exenciones aneja a las tarifas de la contribución indus-
trial de 1951, mantenida en vigor por el artículo 55 de la Ley de refor-
ma tributaria de 26 de diciembre de 1957. 
b) Universidades eclesiásticas y Seminarios destinados a la for-
mación del Clero: están exentos ~or su misma ~at\lraleza '!( por a~a-
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logía con lo dispuesto en el apartado d) del número 1 del artículo X X 
del Concordato y número 20 de la Tabla de exenciones. 
c) Jardines de infancia para niños de obreros y personas nece-
sitadas, aun cuando se pague una retribución como compensación 
de gastos: están exentos del impuesto industrial por aplicación de la 
norma j) del epígrafe 9551 de las tarifas de licencia fiscal de 15 de di-
ciembre de 1960. 
d) Los demás establecimientos de enseñanza están sujetos al pa-
go de la licencia fiscal por el epígrafe 9551 de la tarifa, con arreglo a 
la siguiente escala de cuotas: 
1.0 Cuando tengan más de un profesor, contándose como tal el 
director o jefe del establecimiento: 
En Madrid y Barcelona ... ... ... ... ... ... ... ... 
En poblaciones que excedan de 40 mil habitantes. 
En las de 20.001 a 40.000 habitantes .............. . 
En las de 10.001 a 20.000 habitantes .............. . 
En las restantes ... ... . .. 
2.° Jardines de Infancia. 
En Madrid y Barcelona ... ... ... ... ... ... ... .. . 
En poblaciones de más de 100.000 habitantes .. . 
En poblaciones de más de 50.000 hasta 100.000 
habitantes ..... , .................... . ..... . 
En las restantes poblaciones . .. ........... ... ... . 
1.560 ptas. 
1.248 " 
936 
624 
468 
2.000 
1.500 
600 
400 
" 
" 
" 
" 
" 
" 
" 
3.° Centros de enseñanza primaria donde el número de alum-
nos no exceda de doscientos: las cuotas del apartado primero se re-
ducen en esta proporción. 
Más de 150 alumnos hasta 200 .. . 
Más de 100 alumnos hasta 150 .. . 
Más de 50 alumnos hasta 100 .. . 
Más de 25 alumnos hasta 50 .. . 
Hasta 25 alumnos ... ... ... ... ... ... . .. 
50 % 
40 % 
30 % 
25 % 
20 % 
. Cuando en cualquiera de estos establecimientos exista régirñérl 
de media pensión, las cuotas sUfrirán un recargo del 50 %, y si exis,; 
té régimen de internado, del 100 %. No es necesario, para la aplica-
ción de estos recargos, que el régimen de media pensión o de inter-
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nado sea extensivo a todos los alumnos, pues basta con que haya un 
solo caso. 
Si se facilitasen a los alumnos libros o artículos de escritorio se 
tributará, además, con el 50 % de las cuotas correspondientes a estas 
actividades. 
Todos los establecimientos de enseñanza sujetos al pago de li-
cencia fiscal tributarán, en su caso, por cuota de beneficios. 
§ 4.o.-Impuesto sobre las rentas del capital. 
u . Obligaciones emitidas por las diócesis. 
El impuesto sobre las rentas del capital, antigua tarifa segunda de 
utilidades, ha adquirido sustantividad propia en virtud de la reforma 
tributaria de 1957, pero sigue rigiéndose, en la fundamental, por los 
preceptos reguladores de aquella contribución. 
En su origen (Ley de 1900) tenía por objeto los beneficios obtenidos 
de la pura y simple aplicación del capital, pero luego se han ido incor-
porando a este tributo algunos epígrafes, como los relativos a las re-
producciones cinematográficas y a la propiedad intelectual, que no 
son, propiamente hablando, verdaderas exacciones sobre el beneficio 
neto del capital. 
Hoy están sujetos a este impuesto los dividendos de las acciones, 
las partes de fundador y otros títulos de participación en beneficios, 
los intereses de la deuda pública, los intereses de los préstamos pri-
vados y de los bonos o cédulas emitidos por la Banca oficial, las ren-
tas vitalicias o temporales que tengan por causa la imposición de 
capitales, los rendimientos de la propiedad intelectual cuando el do-
minio de las obras no pertenece a sus autores (mientras pertenece a 
ellos, son gravados, ~egún la Ley de 16 de diciembre de 1954, por la 
tarifa primera de utilidades, hoy impuesto sobre los rendimientos 
del trabajo personal), y los de la propiedad industrial. 
La persona sujeta al pago del impuesto es siempre el que percibe 
la utilidad gravada, es decir, el beneficiario del interés del capital, 
cualquiera que sea su título, y no está permitido, a partir de la Ley 
de 16 de diciembre de 1940, el pacto en virtud del cual el deudor to-
me a su cargo el pago del impuesto. 
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El tipo de imposición es fijo, del 20 por 100, cuando se aplica a 
los intereses, y progresivo -según una escala que figura en el artícu-
lo 51 de la Ley de 26 de diciembre de 1957 y que va del 8 al 30 por 
100- cuando se trata de dividendos y participaciones en beneficios. 
Los rendimientos de la propiedad intelectual y el producto del arren-
damiento de las minas tienen escalas especiales. 
La exacción del impuesto se realiza mediante declaración jurada 
presentada por los interesados, considerándose como tales los que. 
perciben la utilidad o los que, según las disposiciones vigentes, es-
tán obligados a retener el importe de la contribución. La Adminis-
tración de Rentas gira la liquidación correspondiente, previa detrac-
ción sobre la base de las deducciones autorizadas en concepto de 
gastos; y la recaudación se realiza por retención directa, cuando se 
trata de intereses de la deuda pública, o indirecta, cuando la utili-
dad se satisfaga por alguna empresa o entidad. 
Entre los diversos bienes que el artículo X X del Concordato de-
clara exentos de todo impuesto o contribución, no aparece ninguno 
de los que constituyen el objeto del impuesto sobre las rentas del ca-
pital. Ello debe entenderse sin perjuicio de lo que, en su día, se acuer-
de en el Convenio sobre el régimen de Capellanías y Fundaciones pías 
en España, previsto en el artículo XII del mismo Concordato. 
Sin embargo, hay una exención en favor de la Iglesia, declarada, 
no por el Concordato, sino por la Ley de 20 de diciembre de 1952, que 
debe considerarse vigente. Se refiere a las emisiones de obligaciones 
que contraten o emitan directamente las diócesis para obtener ca-
pitales con los que atender los gastos de construcción o ampliación 
de templos, seminarios y centros misionales, las cuales se consideran 
libres de todo impuesto. La exención comprende, no sólo el impuesto 
sobre rentas del capital, sino también el de derechos reales, timbre, 
impuesto sobre emisión y negociación o transmisión de valores mo-
biliarios y cualquier otro que pudiera afectarles del Estado, provin-
cia, o municipio. 
La exención· ha de ser acordada en cada caso concreto por el Mi-
nisterio de Hacienda, previo informe del de Justicia, a conocimiento 
de los cuales se someterán con anterioridad todas las características 
de la operación proyectada. En la autorización que se conceda se con-
signarán los requisitos que habrán de observarse en garantía de que 
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las operaciones declaradas exentas se refieren concretamente y de 
modo efectivo a las finalidades previstas en la Ley. 
Por ser una exención que no tiene su origen en el Concordato, no 
volveremos sobre ella al tratar de los otros impuestos que comprende. 
IlI: IMPUESTOS SOBRE EL CONSUMO 
15 . [,os objetos del culto. 
El número 2 del artículo XX del Concordato dice que "gozarán 
igualmente de total exención tributaria los objetos destinados al 
culto católico". 
Los impuestos estatales que resultan afectados por esta decla-
ración general -aparte el impuesto sobre bienes de las personas ju-
rídicas- son los denominados impuestos sobre el consumo, que fi-
gul"an en el Presupuesto de ingresos del Estado dentro del epígrafe 
general de impuestos "sobre el tráfico y gasto" y comprenden, por 
este orden, la Renta de Aduanas, el impuesto general sobre el gasto, 
el impuesto sobre el lujo y el impuesto de compensación. Para preci-
sar el alcance de la exención dentro de cada uno de estos concep-
tos impositivos, vamos a estudiarlos por separado, tal como' están 
agrupados en las disposiciones en vigor. Pero antes, y como cuestión 
común a todos ellos, es preciso determinar qué se entiende por obje-
tos destinados al culto. 
No hay ningún precepto canónico que lo establezca, ni tampoco 
se encuentra en, la legislación interna una disposición aclaratoria 
quesirva, cuando menos, de precedente. La Real Orden de 28 de 
mayo de .1864, dictada de acuerdo con el Nuncio para interpretar el 
artíGulo 31 del Concordato de 1851, relativo al antiguo derecho de 
espolio, estableció que "se comprenden bajo el nombre de ornamen-
tos y pontificales todas las vestiduras, vasos, custodias, candeleros, 
libros y demás objetos sagrados que se hallan destinados al cult~ 
divino de un modo permanente", interpretación muy amplia por c!er-
to, pero que no llega a enumerar todos los objetos destinados al cUIto. 
Puesto que se habla de objetos, habrá que entender por tales 'los 
productos elaborados, quedando excluídos, por tanto; las materia~ 
primas, los productos brutos y los servicios: 
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La destinación al culto tiene que apreciarse, en este caso, en fun-
ción de la naturaleza del objeto más que de su déstino efectivo, ya 
que, por tratarse de impuestos indirectos, cuya exacción se aproxima 
más a la fase de producción que a la de consumo, no cabe esperar a 
este último momento para calificar al objeto como sometido a la 
imposición o exento de ella. Y ésta es la principial dificultad con que 
se tropieza para definir este tipo de exenciones tributarias, pues muy 
bien puede ocurrir que un objeto acabe siendo destinado al culto y 
esté gravado de antemano con el impuesto general sobre el gasto o 
sobre el lujo, porque a la hora de liquidar el impuesto no podía ga-
rantizarse su destino. De ahí que, en la práctica, sólo se beneficiarán 
de la exención los objetos que por naturaleza tengan que ser desti-
nados al culto. 
Sin pretender hacer una enumeración exahustiva, podríamos pre-
sentar el siguiente cuadro de objetos del culto: 
a) Accesorios del inmueble: altares, retablos, expositores, sagra-
rios, imaginería, vidrieras artísticas y campanas; 
b) Muebles: bancos, reclinatorios, sillería de coro, sitiales, fal-
distorios, tronos y baldaquinos, confesonarios, armarios y cajoneras 
de sacristía, lámparas y vía-cruCis; 
c) Vasos sagrados y relicarios: cálices, copones, píxides, custo-
dias, viriles, crismeras, relicarios; 
d) Ornamentos sagrados: capas pluviales, casullas. dalmáticas, 
lencería, etc.; 
e) Utensilios: candeleros, candelabros; palmatorias, hacheros, 
campanillas, sacras, atriles, vinajeras, aguaman,iles, bandejas de co.., 
munión, incensarios, acetre e hisopo, portapaces; 
f) Libros: misal, ritual, breviario, liber usualis, pontifical y ce-
remonial de los Obispos; 
g) Objetos procesionales: palio, cruces procesionales, mazas, ci-
riales, andas y carrozas, faroles, tintinámbulo y umbela, banderas y 
estandartes, etc. 
h) •. lristrumentosde música: carrillón, órganos de tubo yeléctri-
cos, ... armonio, amplificadores y micrófonos; 
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i) Objetos de ornato: alfombras, tapices y floreros; 
j) Objetos de consumo: vino, cera, aceite, incienso. 
Todos estos objetos, cuando estén incluídos en el ámbito de algu-
na de las contribuciones que estudiaremos a continuación, parece 
que, en principio, deben ser declarados exentos. 
§ 1.0.-Impuestos sobre.el gasto y el lujo 
16. Normas de exacción. 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley de 26 de di-
ciembre de 1957, todos los conceptos de la antigua contribución de 
usos y consumos quedaron integradQs, a partir de 1.0 de enero de 1958, 
en un nuevo tributo con la denominación general de "Impuestos so-
bre el Gasto", ordenados en tres grupos: 
Grupo 1.°: Impuesto general sobre el gasto. 
Grupo 2.°: Impuesto sobre el lujo. 
Grupo 3.": Impuesto de compensación. 
Todos estos impuestos tienen su origen remoto en los antiguos 
"consumos", que por tantas vicisitudes pasaron en España, y fueron 
restablecidos con carácter orgánico y . estatal por la Ley de reforma 
tributaria de 1940, obra del señor Larraz. Después de esta Ley se han 
dictado numerosas disposiciones que, por fin, fueron estructuradas 
en un texto refundido que consta de cinco libros, aprobados por De-
cretos de 28 de diciembre de 1945, 8 de febrero de 1946, 26 de julio 
de 1946, 21 de marzo de 1947 y 6 de junio de 1947, respectivamente. 
y tratan: 
Libro 1.°: de los productos transformados. 
Libro 2.°: de la energía y primeras materias. 
Libro 3.°: de las comunicaciones. 
Libro 4.°: impuestos especiales (modificado por L. 9-1-1950). 
LIbro 5.°: consumos de lujo. 
Como consecuencia de las autorizaciones concedidas al Ministro 
de Hacienda por la Ley de 26 de diciembre de 1957 para rebajar al-
EXENCIONES TRIBUTARIAS EN EL CONCORDATO 
gunos tipos impositivos de esta contribución, elevar otros, reorgani-
zar los conceptos y revisar las exenciones, se han dictado una serie 
de disposiciones, entre las que cabe citar: el Decreto de 7 de marzo 
de 1958, que reduce los tipos impositivos sobre hilados de seda natu-
ral, vidrio y cerámica, producto bruto de las minas y alcohol; el De-
creto de la misma fecha que reorganiza el impuesto sobre el lujo, des-
glosando algunos conceptos del libro 1.0 (muebles de campo. apara-
tos de radio y televisión, etc.), del libro 2.0 (petróleo y derivados), del 
libro 3.0 (patente nacional de automóviles A y D e impuesb de radio-
audición y televisión) y del libro 5.0 (cajas de seguridad), crea nuevos 
conceptos y establece las nuevas tarifas de este impuesto; finalmen-
te, las Ordenes ministeriales de 31 de julio y 31 de diciembre de 1958 
que. a ronsecuencia de los Decretos citados, dan nueva redacción a 
algunos artículos de los Reglamentos del impuesto sobre el petróleo 
y sus derivados (Decreto de 21 de diciembre de 1951), patente na-
cional de circulación y patente complementaria (Decreto de 26 de 
julio de 1946), impuesto de radioaudición y televisión (Decreto de 26 
de julio de 1946) y consumos de lujo (Decreto de 6 de junio de 1947) 
-la primera de dichas Ordenes.,-, y del impuesto sobre productos 
transformados, producto bruto de las minas y alcohol, la segunda. 
Es muy difícil hacer un resumen de las normas generales de 
exacción de este impuesto, porque son muy distintas para los dife-
rentes grupos de conceptos impositivos que comprende. 
En términos generales, puede decirse que el sujeto pasivo del im-
puesto es el consumidor o la persona que utiliza los servicios grava-
dos, pero de hecho, en la mayor parte de los casos, la persona obliga-
da al pago del impuesto es el · productor, fabricante, transformador, 
manipulador o, en su caso, el importador. Claro que la Ley les 
autoriza a repercutir el impuesto, cargándolo en el precio, para que 
tenga efectividad sobre el consumidor; a estos efectos, la Orden mi-
nisterial de 9 de mayo de · 1942 definió quién se considera consumi-
dor final. 
Se gravan por esta contribución todos lbs materiales, productos 
y servicios enumerados en sus diferentes . Reglamentos y destinados 
al consumo interior, aunque sean importados, salvo si la importa-
ción se realiza en régimen temporal para su reexportación posterior. 
Los conceptos impositivos que comprende son los siguientes: 
A~~ONIO PEREZ HERNANDEZ 
Grupo J.O:Impuesto general sobre el gas~o 
Libro 1.0 
" ,Conservas alimenticias. 
Vinos de marca. 
Sal común. 
Fundi(!ión no, destinada, al afino, aceros laminados '1 aceros es· 
pe.ciales.. " , " , ' 
, Jabones ordinarios. 
Cementos natura1E~s y artificiales. 
, "" papei, 'cartón Y,cartu1tTIa. 
~andajes para vehículos. 
Hilados de todas clases. 
Calzado. 
Muebles (excepto mobiliario para campo y playa, relojes de pa-
red y sobremesa, aparatos de reproducción sonora" radioreceptores y 
'te1évisores, marcos, aparatos de iluminación, mesas de billar ' y pia-
,nos .  ~DeCÍ'eto de 7 de marzo de 1958). ' 
, Vidrio ' y 'cerámica. 
Libro 2.'" 
' Gas. electricidad y carburo de calcio. 
Pólvora y mezclas explosivas. 
P~oducto bruto de las minas. 
Libro 3.° 
Transportes por vías terrestres y fluviales. 
Teléfono; 
Alcoholes. 
Azúcar. 
Achicoria. 
Cerveza; 
Libro 4;° 
Grupo 2.°: Impuesto sobre el lujo (antes Libro 5.°) 
' Tabacos; 
Gasolina supercarburante. 
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Vehículos de tracción mecánica. 
Navegación marítima y aérea. 
Artículos para juegos y deportes. 
Escopetas y armas de fuego. 
Joyería, platería, bisutería y relojería. 
Antigüedades. 
Artículos de fotografía y cinematografía. 
Instrumentos y aparatos musicales. 
Objetos artísticos y de adorno. 
Marroquinería, estuchería y artículos de viaje. 
Alfombras, tapices y decoración. 
Peletería y confecciones especiales. 
Juguetes. 
Perfumería y cosméticos: artículos y aparatos de tocador. 
Aparatos y artículos domésticos. 
Bebidas, condimentos y otros preparados. 
Patentes. 
Radio . y Televisión. 
Gravámenes especiales. 
, Servicios y consumiciones. 
Consumiciones. 
La base imponible se deterrilina, para los conceptos del libro 1.", 
por el precio de la mercancía gr. avable, aunque éste se calcula dema-
. .. -
nera distinta según se trate de productos nacionales o importados; 
para los del libro 2."', por unidades de productos; para los conceptos 
del libro 3.°, por el precio del servicio; para los del libro 4.°, por uni-
dades de consumo; y, en: el impuesto sobre el lujo, por el precio de 
venta. 
Los tipos de imposición son variadísimos. 
La liquidación se practica, unas veces por la Administración,apli-
cando el tipo correspondiente a los importes que se hayan facturado 
en el trimestre objeto de la imposición, previa declaración jurada de 
los fabricantes, elaboradores o suministradores; otras, por el siste-
ma de patente o concierto. 
Hay también numerosas exenciones, que no es del caso enume-
rar, .limitándonos al estudio de las declaradas por el Concordato. 
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17. Exenciones amparadas en el Concordato. 
En virtud de lo dispuesto en el número 2 del artículo X X del Con-
cordato de 1953, están exentos del impuesto general sobre el gasto y, 
en su caso, del impuesto sobre el lujo, todos los objetos comprendi-
dos en sus diferentes conceptos impositivos, que estén destinados al 
clllto. ' 
Concretamente, y con referencia a los conceptos impositivos an-
tes citados, y epígrafes de que constan, estarán exentos del impues-
to general sobre el gasto: 
Libro 1.0 
1. Los vinos de misa, embotellados y con marca. Para hacer efec-
tiva la exención, deberán cumplirse los requisitos formales que exi-
ge el artículo 30 del libro 1.°, a saber: que se consigne su denomina:' 
ción en las etiquetas, con caracteres bien visibles que llenen las dos 
terceras partes de las mismas, y que la etiqueta lleve además estam-
pado el precio de venta al público del contenido de la botella. 
2. A~riles de hierro, cuando lleven signos inconfundibles de su 
destino al culto (Anexo n.O 1-A). 
3. Estampas religiosas (Anexo n.o 1-D). 
4. Libros litúrgicos (Anexo n.O 1-D). 
5. Alfombras y tapices de lana o mezcla (Anexo n.O 1-B), cuando 
conste de antemano su destinación a una iglesia. 
6. Ornamentos sagrados de lino, algodón y otras fibras vegeta-
les o de lana y sus mezclas (Anexo n.o 1-B). . 
Libro 2.° 
7. La energía eléctrica, gas y carburo de calcio que consuman 
las iglesias y capillas destinadas al culto. Esta exención es dudosa, 
porque no se trata propiamente de un objeto, pero si se reconociera 
debería añadirse al artículo · 5.° del Reglamento, como lo está la Nun-
ciatura Apostólica. 
Libro 3.° 
8. El transporte por vías terrestres y fluviales de mercancías 
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destinadas al culto. También es dudosa, porque se trata de un ser-
vicio. De reconocerse, habría que añadirla al artículo 7.° del Regla-
mento. 
Impuesto sobre el lujo 
9. La adquisición de vehículos de tracción mecánicá o de remol-
ques o accesorios, en su caso, destinados a capillas ambulantes (ta-
rifa 2.", epígrafe 3.°). 
10. Vasos sagrados y demás objetos de culto, de oro, plata, pla-
tino y perlas o piedras preciosas. 
11. La adquisición de imágenes, tallas, pinturas y demás anti-
güedades destinadas al culto, así como de sus reproducciones e imi-
taciones (tarifa 2.", epígrafe 8). 
12. La adquisición de órganos de tubo, órganos eléctricos y ar-
monios y la de micrófonos y amplificadores destinados a iglesias y 
capillas (tarifa 3.", epígrafe 10). · 
13. La adquisición de objetos artísticos y de adorno, comprendi-
dos en el epígrafe 11 de la tarifa 2.", cuando propiamente sean obje-
tos de culto. 
14. Las alfombras, tapices y reposteros, cortinajes y cuantos ar-
tículos se instalen o suministren para decoración de las iglesias y ca-
pillas (tarifa 2.", epígrafe 13). 
15. Aparatos de iluminación de cualquier clase no .comprendi-
dos en el epígrafe 11 (epígrafe 17). 
16. Blondas y encajes para ornamentos sagrados, flores natu-
rales y artificiales (epígrafe 18); y, 
17. Altavoces colocados en las fachadas de las iglesias o en ac-
tos religiosos celebrados al aire libre en la vía pública (tarifa 3.", epí-
grafe 21). 
La dificultad para hacer efectivas estas exenciones estriba en que 
el beneficiario de ellas no es el que directamente paga el impuesto, 
y bien puede ocurrir que no se ocupe de exigirlas cuando los márge-
nes comerciales sean amplios y no haya que afinar mucho en los 
preciQs. 
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Aunque los impuestos de compensación constituyen el Grupo 3: 
de los impuestos sobre el gasto, como el · único que interesa aquí es 
el impuesto de derecho fiscal a la importación, el cual está muy re-
lacionado con la Renta de Aduanas, dejamos su estudio para más 
adelante. 
2.0-Renta de Aduanas 
18. Conceptos que comprende. 
Bajo el nombre de Renta de Aduanas se comprenden. dentro del 
sistema tributario español, una serie de impuestos indired;:¡s sobre 
el consumo exterior, cuya realización está a cargo de las Aduanas, y 
que tienen como misión principal, además de allegar recursos para 
el Teso"'o, la de proteger la industria y el comercio nacionales. Su im-
portancia y extensión han ido fluctuando con el tiempo, según que 
la política económica se haya inclinado hacia la autarquía o hacia el 
libre cambio. 
Actualmente abarca los siguientes conceptos: 
a) Impuesto de transporte por mar, aéreo y a la entrada y sa-
lida por las fronteras, establecido por Ley de 20 de marzo de 1900 y 
regulado fundamentalmente por el texto refundido de 5 de mayo de 
1941; C011 las modificaciones introducidas por las Leyes de 12 de di-
ciembre de 1942 y 19 de diciembre de 1951, más el Reglamento para 
su administración y cobranza, publicado como apéndice número 3 
de la vigente Ordenanza de Aduanas de 17 de octubre de 1947. Están 
sujetos a este impuesto los pasajeros, el metálico y las mercancías 
que se transporten por mar en navegaciones de cabotaje, gran cabo-
taje y aItu"'a, o por vía aérea en la navegación internacional, asíco-
mo el metálico y las mercancías que se importen o exporten por 
Aduanas terrestres. Hay dos tarifas distintas, una aplicable a los 
transportes marítimos y otra a los aéreos, subdivididas en "pasaje-
ros" y "mercancías"; a las mercancías que se importen o exporten 
por Aduanas terrestres se les aplica la tarifa de navegación de gran 
cabotaje. La cuota viene dada por una cifra absoluta por persona o 
por tonelada y se exige, tanto en la carga como en la descarga, a los 
capitanes y consignatarios de los buques y a las empresas y agencias 
de transporte. 
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b) Impuesto de tonelaje, establecido originariamente por la Ley 
de comunicaciones marítimas de 14 de junio de 1909 (hoy derogada 
por la de 12 de mayo de 1956, de protección y renovación de la flota 
mercante) y puesto al día por la de 27 de diciembre de 1956. Consis-
te en un derecho fijo de cinco pesetas -o de diez, en otros casos-
por cada tonelada de registro neto, que deben satisfacer en el pri-
mer puerto español de la Península e Islas Baleares que toquen los 
buques nacionales y extranjeraS en navegación de altura, proceder-
te::; de puertos extranjeros o con destino a ellos. 
c) Derechos por material de obras públicas, que se refieren a la 
importación de dicho material, y deben satisfacerlos las compañías 
importadoras; y, 
d) Derechos de importación y exportación, que constituyen el 
verdadero impuesto de Aduanas. Estos derechos, cuya administración 
está regulada por la Ordenanza general de Aduanas de 17 de octubre 
de 1947, están especificados en el Arancel. 
La legislación en materia arancelaria está constituída hoy fun-
damentalmente por la Ley de 1.0 de mayo de 1960 (que derogó la de 
Bases dé 1906) Y por el vigente Arancel de Aduanas aprobado por De-
creto de 30 de mayo de 1960, que sólo es aplicable al territorio pe-
ninsular e Islas Baleares. 
La clasificación de las mercancías en el Arancel; a efectos de no-
menclatura, se ajusta a la internacional de Bruselas, que constituye 
el anejo al Convenio de 15 de diciembre de 1950 y Protocolo adicio-
nal de 1.0 de julio de 1955. Comprende XXI secciones, con un total 
de 99 capítulos, los cuales se dividen en partidas numeradas según la 
clasificación decimal. Cuando en una partida se hace referencia a 
una materia, debe entenderse que se refiere a esa materia tanto en 
estado puro como mezclada o asociada con otras materias. Asimismo, 
cualquier mención relativa a manufacturas de una determinada ma-
teria se entenderá referida a las manufacturas constituídas total o 
parcialmente por ella. Las mercancías no tarifadas en ninguna de 
las partidas de la Nomenclatura, deberán clasificarse en la partida 
que comprenda los artículos que con ella guarden mayor analogía. 
El Arancel consta de dos tarifas o anejos, uno que señala los de-
rechos de importanción y otro los de exportación. Los derechos pue-
den ser, ségún las circunstancias, "ad valorem",cuando se toma 
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como base de la imposición el valor de la mercancía en Aduana; es-
pecíficos, si la base viene dada por el peso, unidad o volumen de los 
objetos; mixtos, integrados por un derecho "ad valorem" y otro es-
pecífico; y compuestos, de un derecho "ad valorem" con . un tope má-
ximo o mínimo de percepción como derecho específico. Hay artículos 
libres de derechos de importación (enumerados en la tercera dispo-
sición preliminar) entre los que figuran los rosarios, reliquias y de-
más objetos análogos de los Santos Lugares que se introduzcan por 
la Administración: de la Obra Pía de Jerusalén. 
19. Exenciones en favor de la Iglesia. 
Como el número 2 del artículo X X del . Concordatp establece que 
gozarán de total exención tributaria los objetos destinados al culto 
católico, es indudable que esta declaración alcanza también a los 
impuestos aduaneros. 
Pero ya se comprende que los únicos conceptos impositivos de la 
Renta de Aduanas que pueden resultar afectados por la cláusula 
concordataria, tal como aparece redactada, son el impuesto de trans-
portes por mar, aéreo y a la entrada y salida por las fronteras, y los 
derechos de importación. 
En cuanto al impuesto de transportes, cabe sostener la exención 
de las mercancías (nunca de viajeros) que consistan en objetos des-
tinados al culto, siempre que pueda acreditarse, de modo indubita~ 
ble, su destino específico. Como el Concordato habla de "objetos", 
parece que hay que entender que no comprende las primeras mate-
rias ni los materiales de construcción (por ejemplo: los · mármoles 
para una iglesia), y como los objetos han de ser para el culto, casi 
la única partida del texto refundido de 1941 en la que puede entrar 
en juego la exención es la número 40 "Artículos fabricados"; pero, 
aun en este caso, rara vez valdrá la pena de alegarla, a menos que 
se tratara de un cargamento muy importante, ya que los derechos 
vienen señalados en una cantidad fija por tonelada métrica. Excep-
cionalmente. por ejemplo con ocasión de un Congreso Eucarístico, 
podría darse el caso de que se transportara un cargamento impor-
tante de vino con destino al culto, y entonces cabría alegar la exen- . 
ción frente a la partida número 21 de la tarífa. 
Mucho más práctica es la exención declarada en el Concordato 
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cuando se trate de los derechos de importación. No es cosa de revisar 
aquí, uno por uno, los 99 capítulos de que consta el Arancel, y sus 
correspondientes partidas, para ver en cuáles de ellas pueden estar 
incluídos los objetos de culto, para excluirlos luego del Arancel. Este 
trabajo no tendría ninguna utilidad, primero porque la Nomencla-
tura del Arancel no es un "numerus clausus", y luego porque no se 
va a pretender que, al lado de cada partida, se expresen los objetos 
específicos que por su destinación al culto quedan exentos del gra-
vamen. 
Lo que sí debió hacerse al redactar el nuevo Arancel fué incluir 
en la tercera disposición preliminar -que enumera los artículos li-
bres de derechos- un apartado relativo a los objetos destinados al 
culto católico, de la misma manera, y con mayor razón, que se ha 
dedicado un apartado -el número 13- a los rosarios, reliquias y 
demás objetos análogos que se introduzcan por la Administración 
de la Obra Pía de Jerusalén. La calificación concreta de los objetos 
de culto podría hacerse mediante una Orden ministerial o dejarse, 
en cada caso, a la apreciación de los exactores del impuesto, bien en-
tendido que la declaración de artículos libres, a efectos de los dere-
chos de importación, llevaría consigo la exención del impuesto de 
derecho fiscal y, en su caso, del de transportes. 
§ 3.o.-Impuesto de compensación 
20. Impuesto de derecho fiscal a la importación. 
De todos los impuestos de compensación que figuran en el Pre-
supuesto, y que constituyen el Grupo 3.° del Impuesto sobre el Gas-
to, el único que interesa en relación con el número 2 del artículo XX 
del Concordato, por cuanto se refiere a los objetos del culto, es el 
llamado impuesto de derecho fiscal a la importación. Es el más re-
ciente de todo el sistema tributario español, pues fue creado por el 
Decreto de 3 de junio de 1960, en uso de la autorización concedida 
por el artículo 13 del Decreto-Ley' de Ordenación Económica de 21 
de julio de 1959. 
La finalidad de este impuesto es equiparar el trato fiscal de las 
mercancías nacionales y de las que se importen. 
Se exige a los importadores y tiene por objeto las mercancías ex-
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tranjeras importadas definitivamente en el territorio nacional de la 
Península e Islas Baleares, sin perjuicio del impuesto de lujo que 
recaiga sobre las mismas. La base imponible es el resultado de adi-
cionar los derechos arancelarios a la que haya servido para exigir 
éstos. La tarifa está referida a la Nomenclatura del Arancel. La li-
quidación se efectúa por las Aduanas al mismo tiempo que la de los 
derechos arancelarios. 
Todos los objetos destinados al culto católico que se importen del 
extranjero, estarán exentos del impuesto de derecho fiscal a la im-
portación. 
IV. IMPUESTOS SOBRE EL TRAFICO 
21. Documentos eclesiásticos y transmisión de bienes. 
Una de las manifestaciones de la riqueza es el tráfico patrimOo-
nial; por eso suele ser materia de imposición. El impuesto se exige 
unas veces con ocasión del acto jurídico transmisivo, y otras del do-
cumento cocrespondiente. 
Como el artículo XX del Concordato comprende también algunos 
actos de transmisión de bienes (a los que se refiere el número 5) y 
algunos documentos eclesiásticos (los citados en el número 2), de-
bemos analizar ahora los impuestos sobre el tráfico para determinar 
el alcance de las posibles exenciones en favor de la Iglesia. 
Tres son los gravámenes sobre el tráfico patrimonial que nguran 
en el sistema tributario español: el Timbre del Estado, el impuesto 
de derechos reales y el impuesto sobre la emisión y negociación de 
valores mobiliarios. 
§ 1.o.-Timbre del Estado 
22. Idea general. 
En la sistemática del Presupuesto español, el Timbre del · Estado 
aparece entre los impuestos sobre el tráfico y el gasto. Pero es for-
zoso reconocer que esta institución fiscal es una de las más comple-
jas de nuestro sistema tributario, en primer lugar porque, dentro 
de la Ley del Timbre, se encuentran incluí dos algunos conceptos que 
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no .merecen .la consideración de verdaderos impuestos, sino de tasas 
o aun de simples medios de pago; y, en segundo término, porque com-
prende gravámenes sobre ciertos actos jurídicos que no suponen cir-
culación de riqueza, como el otorgamiento de un poder, las ~scritu­
ras de adopción, etc. Sirva ,esto de excusa frente a las objecciones 
que pudieran hacerse a su encuadre sistemático. 
La regulación ele este impuesto se halla en el texto refundido de 
la Ley y tarifas del Timbre del Estado, publicado por Decreto de 3 
dé marzo de 1960, en uso de la autorización concedida al Ministro de 
Hacienda por el artículo 21 de la Ley de rriodificaciones tributarias 
de 23 de diciebre de 1959. Dicho texto refundido deroga la Ley del 
Timbre de 14 de abril de 1955 y las modificaciones posteriores. Hasta 
qúe se dicte el nuevo Reglamento, será de aplicación el de 22 de ju-
nio de 1956, en cuanto no resulte expresamente modificado. 
" Pueden ser objeto del impuesto del Timbre: 1.0 los documentos 
públicos; 2.° los documentos privados; 3.° la publicidad; 4.° los naipes, 
rifas y apuestas; 5.° los documentos administrativos; 6.° documentos 
y a:ctuaciones jurisdiccionales; y 7.° servicios de correos, telégrafos y 
teléfonos. Para la determinación de la base del impuesto, establece 
21 reglas el artículo 9.° del texto refundido y se remite, como suple-
toria, a la legislación del impuesto de derechos reales. 
"" "Están directa y solidariamente obligados al pago del Timbre los 
que suscriban o expidan el documento o realicen el hecho sujeto a 
gravamen. 
La gestión deÍ impuesto corresponde exclusivamente a la Direc-
ción General de Tributos Especiales, y la recaudación puede hacerse 
de las siguientes formas: La por el empleo de papel o documento en 
que figure estampado; 2.& por timbrado directo de la Fábrica Nacio-
nalde Moneda y Timbre; 3.a mediante timbres móviles; 4.& por el 
empleo dé máquinas de timbrar; y 5.a por ingreso en metálico, cuan-
do así se determine en la Ley o lo acuerde el Ministerio de Hacienda. 
23. Exenciones en favor de la Iglesia. 
Si se analizan los diversos conceptos impositivos que comprende 
la Ley del Timbre -prescindiendo, por supuesto, de las tasas- para 
determinara cuáles de ellos se refierén las exenciones declaradas en 
el artículo XX del Concordato, se llega, a primera vista, a la con-
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clusión de que tan sólo alcanza al denominado Timbre de publici-
dad, al que implícitamente se refiere el número 2 del artículo cita-
do, al decir que gozarán de total exención tributaria "la publicación 
de las .instrucciones, ordenanzas, cartas pastorales, boletines dioce-
sanos y cualquier otro documento de las autoridades eclesiásticas 
competentes referente al gobierno espiritual de los fieles, y también 
su fijación en los sitios de costumbre". 
Esta exención del Timbre d~ publicidad, en favor de ciertos do-
cumentos eclesiásticos, está reconocida por la propia Ley regulado-
ra del impuesto, pero con un alcance distinto al que señala el Con-
cordato. El apartado f) del artículo 49 del texto refundido declara 
exenta del Timbre de publicidad "la propaganda del culto católico". 
Este concept.o no se corresponde exactamente con los términos del 
Concordato, ya que los documentos de las autoridades eclesiásticas 
referentes al gobierno espiritual de los fieles no pueden calificarse de 
propaganda del culto católico. Por 10 cual debe entenderse que la 
Ley reguladora del Timbre del Estado, que es de fecha posterior al 
Concordato, ha ampliado el alcance de la exención declarada en éste. 
Ahora bien, cabría sostener otras exenciones del Timbre reconoci-
das por el Concordato. 
En primer lugar, los productos envasados destinados al culto ca-
tólico (incienso, cera, vino, etc.). Estos productos tributan normal-
mente por Timbre de publicidad con arreglo al número 31 de la ta-
rifa general, y un recargo del 50 por 100 cuando procedan del extran-
jero. Pero si se trata de objetos destinados al culto católico, deberán 
estar exentos de la imposición al amparo del número 2 del artículo 
XX del Concordato. 
Por lo que se refiere a los documentos administrativos, el artícu-
lo 66 del texto refundido sujeta a tributación por Timbre las licen-
cias municipales para la construcción de edificios o de cualquier cla-
se de obras en los mismos, con arreglo al número 44 de la tarifa ge-
neral, que establece un tipo gradual según la importancia de la po-
blación y la clase de las obras. Pero si se trata de los edificios enu-
merados en el número 1 del artículo XX del Concordato, parece que 
deben estar exentos de este gravamen, y de hecho lo están. 
Finalmente, en cuanto a los documentos privados (Sección m 
del títulQ II del Libro 1.0 de la Ley), hay que considerar también exen-
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tos de este impuesto los documentos liberatorios (recibos) a que se 
refiere el artículo 42 del texto refundido, cuando se expidan para 
acreditar el pago total o parcial, provisional o definitivo, de una 
obligación nacida del ejercicio del ministerio sacerdotal (estipendios, 
derechos de estola, etc.), en virtud de lo dispuesto en el número 3 del 
artículo XX del mismo Concordato, aunque, de ordinario, estos docu-
mentos, al no ser periódicos, estarán comprendidos en la exención 
general declarada en el número 17 del artículo 89 de la Ley; tam-
bién los documentos de asociaciones eclesiásticas (Estatutos, libros 
de actas y contabilidad, títulos de socios y demás a que se refiere el 
artículo 45 de la Ley del Timbre), por tratarse de documentos rela-
tivos al gobierno espiritual de los fieles. 
Creemos que este mismo criterio debiera aplicarse a los documen-
tos expedidos por los Registros parroquiales o diocesanos, tales como 
las certificaciones de bautismo, de confirmación, de matrimonio o de 
defunción. Sin embargo, el artículo 71 de la Ley del Timore estable-
ce en su último párrafo que estos documentos se reintegrarán en la 
misma forma que los análogos de carácter civil, es decir, con arreglo 
al número 57 de la tarifa general. Pero esta exigencia carece en ab-
soluto de fundamento, porque aquí no se trata de un impuesto sobre 
el tráfico patrimonial sino de una verdadera tasa, y si es razonable 
que el Estado la exija cuando se utilizan los servicios del Registro 
Civil, parece improcedente pretender devengarla también cuando lo 
que utilizan los particulares son los servicios de la Iglesia. De ahí 
que el citado artículo 71 deba interpretarse en el sentido de que sólo 
es aplicable cuando los documentos a que se refiere hayan de surtir 
efectos civiles. 
Por lo que respecta a los actos de la jurisdicción eclesiástica, el 
artículo 84 del texto refundido de 3 de marzo de 1960 establece que 
se reintegrarán con timbre fijo del número 56 de la tarifa (1,50 pe-
setas) las actuaciones de los Tribunales eclesiásticos, siempre que se 
hayan iniciado a instancia de . particulares; en los demás casos no 
estarán sujetas a reintegro. La misma consideración que hemos he-
cho en el párrafo anterior vale para este caso. 
Con carácter general, están exentas del Timbre del Estado, por 
virtud de 10 dispuesto en el número 4.10 del artículo 89 de la Ley, las 
entidades que se dediquen exclusivamente a la beneficencia, previa 
declaración del Ministro de Hacienda. 
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§ 2.0.-Derechos reales 
24. Tmpuesto de derechos reales. 
La legislación vigente en materia del impuesto de derechos rea-
les está cQnstituída por el texto refundido de 21 de marzo de 1958 y 
el Reglamento de 15 de enero de 1959 10• En dicha regulación se com-
prenden tres gravámenes distintos, que son: el impuesto de dere-
chos reales o sobre transmisión de bienes, propiamente dicho'; el im-
puesto sobre el caudal 'relicto; y el impuesto sobre bienes de las per-
sonas jurídicas. 
El impuesto de derechos reales, que tiene su antecedente en el an-
tiguo derecho de hipotecas creado por don Alejandro Mon en 1845. 
abarca todos los actos jurídicos por los que se constituyen, modifi-
can o extinguen los derechos reales o se transmiten los bienes por 
::¡,ctos "in~~r vivos" o "mortis causa". El fundamento de esta contri-
buciónestá razonado en el proyecto de Ley de 1900, cuando dice: 
"Los que voluntariamente otorgan relaciones contractuales en las 
que es dado presumir recíproca utilidad, o aquellos otros que, por 
hechos independientes de la humana voluntad, pero de Ineludible 
realización, se hacen dueños de fortunas acumuladas por el trabajo 
y el esfuerzo ajenos, ofrecen materia susceptible de gravamen, base 
y fundamento legal de este tributo". 
El sujeto:pasivo del impuesto es, por regla general, el que adquie-
ra o recobre los bienes o derechos gravados, o aquel a cuyo favor se 
reconozcan, transmitan, declaren o adjudiquen los bienes, créditos o 
derechos, cualesquiera que sean las estipulaciones que en contrario 
establezcan l::¡,s partes o las disposiciones ordenadas por el testador, 
con las excepciones que señala el artículo 7.° del texto refundido. 
La Ley reguladora del impuesto clasifica, en su artículo 2.°, en 
tres grupos los actos sujetos, según sean con relación a bienes in-
muebles (transmisiones de dominio a título oneroso, constitución, 
modificación y extinción de derechos reales, anticresis, anotaciones 
de embargo, informaciones de dominio, declaraciones de obra nueva, 
etc.), con relación a bienes muebles (traslaciones de dominio a tí tu-
10. El Decreto-ley de I5 de diciembre de I960. llamado de desgravaciones. ha in-
troducido algunas modificaciones en el texto fundamental. 
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lo oneroso, contratos de suministro, préstamos, fianzas, etc.) y con 
relación a bienes muebles o inmuebles (hipotecas, concesiones admi-
nistrativas, contratos de arrendamiento, de ejecución de obras, do-
naciones, herencias y legados, etc.); en total, veintidós conceptos. 
-La base imponible está constituída por el verdadero valor que los 
bienes y derechos tuviesen el día en que se celebró el contrato o se 
causó el acto sujeto, y se determina conforme a las reglas del artícu-
lo 8.° del texto refundido. Los tipos de imposición son variadísimos 
y figuran en la tarifa aneja. 
El artículo 3.° enumera los actos que se consideran exentos en to-
do caso o solamente cuando la obligación de satisfacer el impuesto 
recaiga sobre el Estado o determinados organismos y entidades. Exis-
ten también bonificaciones legales delgO y del 50 por 100 (artículo 4.°) .. 
La liquidación del impuesto corre a cargo de los Abogados del 
Estado en las capitales de provincia y poblaciones en que exista Sub-
delegación de Hacienda, y de los Registradores de la Propiedad en 
los demás partidos judiciales. La razón de esto estriba en que la prin-
cipal de las operaciones que comprende la liquidación es la califica-
ción jurídica del acto. Todo documento que comprenda un acto o 
contrato referente a cantidad, cosa o derecho valuable ha de presen-
tarse forzosamente a la _Oficina liquidadora, aunque esté exento o 
no sujeto al impuesto; el plazo de presentación, por regla general, 
es de treinta días, cuando se trata de actos "inter vivos" (prorrogable 
a sesenta, cuando los documentos procedan de fuera de la Penínsuh 
o, procediendo de dentro, hayan de presentarse fuera de ella) y de 
seis meses para los actos "mortis causa" (prorrogable a ocho cuando 
los documentos se hayan ot07gado en el extranjero). La liquidación 
es provisional cuando se practica a instancia de parte y en virtud 
de la sola declaración de los interesados, y definitiva cuando se ha 
realizado la comprobación administrativa correspondiente. Si los in-
teresados, debidamente requeridos para ello, no presentan los docu-
mentos comprobatorios para la liquidación definitiva, se practica 
la llamada liquidación suplementaria, que consiste en un 10 por 100 
de las cuotas anteriormente liquidadas; en las sucesiones heredita-
rias, pueden los interesados solicitar liquidación parcial (art. 121 
del Reglamento). 
Es principio general, recogido en el artículo 43 del Reglamento, 
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que a una sola convención no puede exigirse más que el pago de un 
solo derecho. 
El plazo para verificar el pago del impuesto es de quince días, 
contados desde el siguiente al señalado en el recibo de presentación 
para que se personen los interesados en la oficina a oir la notifica-
ción, o, en su caso, desde el siguiente al en que la notificación tenga 
lugar. Este plazo puede prorrogarse hasta seis meses en las liquida-
ciones practicadas por causa de muerte. 
25. Régimen aplicable a la Iglesia. 
Para enfocar bien esta cuestión, debe recordarse que el impuesto 
de derechos reales es un gravamen sobre .el tráfico patrimonial y, en 
consecuencia, 10 que constituye el objeto de la imposición no son los 
bienes, sino los actos y contratos por los que se crean, transmiten, 
modifican o extinguen los derechos sobre esos bienes. 
Pues bien, repasando los diferentes apartado de que consta el ar-
tículo XX del Concordato, sólo aparecen expresamente enumerados 
en él dos clases de actos, ambas a título gratuito, que por su natura-
leza estarían comprendidos en el ámbito de aplicación del impuesto 
que nos ocupa: La. Algunas de las dotaciones citadas en el artículo 
XIX del Concordato, al que se remite el número 3 del artículo XX, 
concretamente las asignaciones en favor de los Seminarios y Univer-
sidades eclesiásticas que no tengan el carácter de percepción perso-
nal, y las dotaciones para el ejercicio del culto; y 2." Las donaciones, 
legados y herencias destinados a la construcción de edificios del cul-
to católico o de casas religiosas o, en general, a finalidades de culto 
o religiosas. 
Las primeras, que caen bajo el concepto genérico de subvencio-
nes, estarían por naturaleza sujetas al impuesto por el VII concepto 
impositivo del artículo 2.° de la Ley reguladora, texto refundido de 
21 de marzo de 1958; pero deben gozar de total exención en virtud de 
lo dispuesto en el número 3 del artículo XX, en relación con el XIX, 
del Concordato. Es verdad que ni la Ley ni el Reglamento, a pesar de 
ser de fecha posterior al Concordato, citan expresamenre esta exen-
ción, pero esto no es óbice, en primer lugar por una cuestión de ran-
go de las normas jurídicas y, en segundo término, porque tanto la 
Ley (art. 3.°, A, n° 43) como el Reglamento (art. 6.°, A, n.O 43) decla-
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ran genéricamente que gozarán de exención "los actos y contratos en 
que la exención resulte concedida por tratados o convenios interna-
cionales". 
Para que estas subvenciones estén exentas, se requiere que estén 
figuradas en los Presupuestos generales del Estado y, además que 
vengan consignadas para el ejercicio del culto o en favor de Semi-
narios y Universidades eclesiásticas. Están comprendidas: 
a) Las asignaciones para culto catedral, colegial, parroquial y 
de conventos que figuran en la sección 13 del Presupuesto de gastos 
"Ministerio de Justicia", capítulo 200, artículo 210; 
b) Las asignaciones · que se consignen en favor de los Semina-
riios y Universidades eclesiásticas, en cumplimiento del Convenio 
con la Santa Sede de 8 de diciembre de 1946, que figuran en el Pre-
supuesto en vigor de la sección 13, capítulo 200, artículo 210, nume-
ración funcional 185.212; 
c) Las subvenciones para Seminarios de todas clases, figuradas 
en la misma sección, capítulo 400, artículo 410, créditos número 
185.411 y 185.412, a las que se aplica la baja del 15 por 100 en virtud 
de 10 convenido con la Santa Sede; y, 
d) La subvención para adquisición de objetos para el culto. que 
figura también en el Presupuesto del Ministerio de Justicia, númcw 
ro 185.413. 
No están comprendidas, en cambio: 
a') Las subvenciones o asignaciones figuradas en los presupues-
tos de las Corporaciones locales, en favor de la Iglesia; 
b') Las subvenciones para construcción o reparación de tem-
plos y palacios episcopales; 
c') Las subvenciones para construcción de Seminarios, po"que 
éstas no se conceden en cumplimiento del Convenio de 8 de diciem-
bre de 1946, al que expresamente se refiere el artículo XIX del Con-
cordato; y, 
d') Las demás subvenciones en favor de organismos o entidades 
eclesiásticas. 
* * * 
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En cuanto a donaciones, herencias y legados, el Concordato es-
tablece que serán equiparados, a efectos tributarios, a aquellos des-
tinados a fines benéficos o benéfico-docentes, es decir, que si las 
transmisiones se realizan en favor de la Iglesia, se entenderán como 
efectuadas a favor de una institución de beneficencia pública, mien-
tras que si el adquirente es otra persona moral eclesiástica, se con-
siderarán realizadas en favor de una entidad de beneficencia parti-
cular (salvo que esté clasificada de beneficencia pública) y se les 
aplicará el número 8 de la tarifa (art. 31 del Reglamento, n.O 20) que 
señala el tipo del 0,50 por 100, salvo el caso de que, por la naturaleza 
del acto en sí, les corresponda otro tipo inferior de tributación. 
Para gozar de este régimen de favor -que no es una exención-
es preciso que las donaciones, herencias y legados se hagan en favor 
de la Iglesia o de un ente eclesiástico y con destino a la construcción 
de edificios del culto católico (iglesias y capillas), de casas religiosas 
(tanto de religiones como de institutos seculares, que estén canóni-
camente erigidas) o a cualquier otra finalidad de culto o religiosa. 
Una especie concreta de esto último son las instituciones y lega-
dos en favor del alma; pero como en este caso el sujeto del impues-
to no es un ente eclesiástico, el número 21 del artículo 31 del Regla-
mento exige que, al solicitar la liquidación, se justifique, mediante 
una certificación expedida por el Ordinario de la diócesis, la entrega 
por los herederos o los albaceas, para finalidades de culto o religio-' 
sas, de los bienes objeto de la institución o legado; y, cuando no con-
curran estos requisitos, tributarán con arreglo a la escala del núme-
ro 39 de la tarifa, que va del 15 por 100 (cuando la cuantía exceda 
de mil pesetas sin pasar de diez mil) hasta el 37 por 100 (desde cien 
millones en adelante). Esta exigencia estatal es muy razonable, y de-
ja a salvo los derechos de la Iglesia y los intereses de la Hacienda 
pública 11. 
Aparte de estas exenciones, totales o parciales, que tienen su ori-
gen en el Concordato, hay otras en favor de la Iglesia reconocidas 
unilateralmente por la legislación reguladora del impuesto. 
En primer lugar, están exentos del impuesto de derechos reales 
y sobre transmisión de bienes, todos los actos y contratos en que la 
1I. Vid. acuerdo del T.E.A.C. de 19 de junio de 1959. 
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obligación de satisfacer el impuesto recaiga sobre los establecimien-
tos de beneficencia o instrucción pública sostenidos con fondos de 
la Iglesia, es decir, los establecimientos benéficos o benéfico-docen-
tes, aunque no estén legalmente clasificados (art. 3.°, B, n.O 3 de 
la Ley). 
La misma exención es aplicable a la Obra Pía de los Santos luga-
res (art. 3.°, B, n.O 6). 
También están exentas, en virtud de lo dispuesto en el número 
60, apartado c) del artículo 3.°, las enajenaciones de toda clase de te-
rrenos para la construcción de iglesias o capillas destinadas al cul-
to, cuando afecten a proyectos de ordenación urbana con arreglo a 
la Ley de 12 de mayo de 1956, Ley de 3 de diciembre de 1953, y dis-
posiciones que establezcan el ámbito de su aplicación, Leyes de 26 
de julio de 1892 y 18 de marzo de 1895 12. 
Gozarán de una bonificación del 50 por 100 en la base liquidable 
los actos y contratos comprendidos en el número 2.° del Decreto de 
25 de mayo de 1955 sobre construcción de centros docentes de la 
Iglesia declarados de interés social. 
Finalmente. y aunque no se trata de una exención, conviene se-
ñalar que las transmisiones de bienes de capellanías y cargas ecle-
siásticas, patronatos, memorías y obras pías y otras fundaciones aná-
logas de carácter familiar, y la redención de dichas cargas, satisfa-
rán el 0,60 por 100, sin perjuicio de cuanto la Santa Sede y el Go-
bierno español regulen en sus acuerdos a tenor de lo p"'evisto en el 
artículo XII del vigente Concordato (art. 35 del Reglamento). Y las 
transmisiones de bienes que, por herencia o legado, causen los re-
ligiosos profesos en beneficio de la Orden, Congregación o Comuni-
dad a que pertenezcan, tributarán por la escala del número 32 de la 
tarifa (que va del 9 al 22 por 100), que es la misma que se aplica a 
las mandas en favor de los pobres en general y a las transmisiones 
en favor de ascendientes y descendientes por adopción. 
12. El Consejo de Estado, respondiendo a una consulta del Ministerio de Hacienda, 
ha declarado que la Ley de 3 de diciembre de 1953 sobre la ordenación urbana de Ma-
dr:d, y lo mismo cabe decir de la de Barcelona, ha quedado derogada por la Ley del 
Suelo de 12 de mayo de 1956, e indirectamente afirma que esta misma Ley ha venido <lo 
sustituir a la de Ensanche de 1892 y a la de Saneamiento y reforma interior de las po-
blaciones de 1895 (Dictamen n.O 29.353, de 18 de octubre de 1962). 
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Puede plantearse la duda de si la adquisición, a título oneroso, 
de solares con destino a los inmuebles a que se refiere el número 1 
del artículo XX del Concordato, y las declaraciones de obra nueva 
correspondientes, debieran gozar también de la exención del im-
puesto de derechos reales. A primera vista, parece que el espíritu del 
Concordato es que no se perciba ninguna exacción fiscal en relación 
con esos bienes, sin entrar en distinciones técnicas sobre si el objeto 
del impuesto son los bienes o los actos relativos a ellos. Pero, si se 
tiene en cuenta que el mismo Concordato, en el n)Ímero 5 del repe-
tido artículo XX, declara sujetas al impuesto ~aunque en régimen 
de favor- esas mismas adquisiciones cuando se hagan a título gra-
tuito. se comprenderá que no hay razón alguna para conceder un ma-
yor beneficio a las que se realizan a título oneroso 13. 
26. Impuesto sobre el caudal relicto. 
El impuesto sucesorio español tiene dos manifestaciones: una 
que grava las transmisiones hereditarias, liquidando por separado 
las porciones de cada adquirente, heredero o legatario, y se llama 
impuesto de derechos reales; otra que recae sobre la totalidad de los 
bienes que deje, a su fallecimiento, el causante, y constituye el . im-
puesto sobre el caudal relicto. 
El sujeto pasivo del presente impuesto son los herederos y lega-
tarios de parte alícuota, pero, si éstos no fueren conocidos, la liqui-
dación se gira a nombre de los albaceas o administradores, aun cuan-
do son responsables solidariamente del pago del impuesto cuantos 
en definitiva adquieran por título hereditario el caudal relicto. 
El objeto del impuesto está constituído por el conjunto indiviso 
de los bienes y derechos, situados en territorio nacional, que deje a 
su fallecimiento todo españolo extranjero. Para determinar qué bie-
nes integran la herencia y si están o no situados en territorio espa-
ñol, se aplican las mismas reglas del impuesto de derechos reales. 
El líquido imponible se determina deduciendo del valor compro-
I3· En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de diciembre de 1960 
declara no exenta de derechos reales y timbre la adquisición de un solar, por una Orden 
religiosa, con destino a Seminario. 
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bado del caudal relicto íntegro, las mismas cargas y deudas que son 
deducibles de la herencia para la exacción del impuesto de derechos 
reales, y una cantidad igual al valor comprobado de los bienes y de-
rechos que hayan de servir de base para liquidar el impuesto de de-
rechos reales a las personas físicas o jurídicas exceptuadas del im-
puesto sobre el caudal relicto. 
La cuota del Tesoro se calcula aplicando a la base imponible el 
tipo correspondiente de la escala progresiva que figura en el artícu-
lo 258 del Reglamento de 15 de enero de 1959, y que va desde el! por 
100 (cuando la base excede de dos mil pesetas y no pasa de diez mil) 
hasta el 15 por 100 (desde cincuenta millones en adelante). 
El impuesto sobre el caudal relicto se liquida y cobra al mismo 
tiempo que el de derechos reales devengado por la transmisión he-
reditaria del caudal de que se trate, y en vista de los mismos docu-
mentos y declaraciones. 
El artículo 256 del Reglamento enumera los bienes y derechos 
que quedan exceptuados del impuesto, citando expresamente las he-
rencias o legados a que se refiere el número 5 del artículo XX del 
Concordato de 1953. La exención es absoluta, y la razón de ello estri-
ba en que también las herencias y legados en favor de establecimien-
tos de beneficencia, aunque sea privada, gozan de exención total del 
impuesto, y no sólo de un trato más favorable, como ocurre en el im-
puesto de derechos reales. 
27. Impuesto sobre bienes de las personas jurídicas. 
Este impuesto, creado por la Ley de 29 de diciembre de 1910, tie-
ne como finalidad la de someter a las personas jurídicas a un gra-
vamen equivalente al impuesto sucesorio a que se hallan sometidas 
las personas naturales, ya que aquellas, dado su carácter permanen-
te; no sufren la merma patrimonial que tienen éstas en cada sucesión. 
Están sometidos al impuesto, según el artículo 69 del texto re-
fundido de 21 de marzo de 1958, los bienes pertenecientes a las Aso-
ciaciones, Corporaciones, Fundaciones y demás personas jurídicas 
que tengan personalidad propia e independiente, cuya propiedad o 
derechos no sean susceptibles de transmisión hereditaria, ya de una 
manera directa o ya por medio de la transmisión de las acciones o 
títulos representativos de participaciones en el capital social. 
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No están sujetos a este impuesto los bienes muebles o inmuebles 
que por su naturaleza o destino no sean susceptibles de producir 
renta, ni los de las sociedades mercantiles o civiles que tengan su 
capital representado por títulos de participación en el mismo; en 
cuanto a las personas jurídicas constituídas o domiciliadas en el ex-
tranjero o en territorio exento, sólo estarán sujetas a este impuesto 
por los bienes que posean en te!'ritorio donde aquél sea exigible. 
La base impositiva se determina por el valor comprobado de los 
bienes sujetos, previa deducción de las cargas que se mencionan en 
el apartado 1 del artículo 100 del Reglamento, es decir, los gravá-
menes de naturaleza perpetua, temporal o redimible que afectan a 
los bienes y aparecen directamente impuestos sobre los mismos, ta-
les como los censos y las pensiones. 
El tipo impositivo es fijo, y consiste en el 0,30 por 100 anual. 
Las normas para la exacción de este impuesto están contenidas 
en los H'l"tículos 280 y siguientes del Reglamento de 15 de enero de 
1959. En lineas generales, pueden resumirse así: Las personas jurí-
dicas presentarán en la Oficina liquidadora, dentro de los tres me-
ses siguientes a la fecha de constitución, una relación en la que cons-
ten todos los bienes y derechos pertenecientes a la entidad y que a 
dicha Oficina corresponda liquidar; en años sucesivos, bastará de-
clarar las modificaciones que en los bienes o sus valores ocurran. A 
la declaración se acompañarán necesariamente las certificaciones del 
Catastro, Amillaramiento o Registro fiscal y demás documentos ne-
necesarios para la comprobación. Los expedientes de comprobación 
se ajustarán a los preceptos del capítulo VI del título 1 del Regla-
mento. La liquidación y el pago del impuesto se efectuará dentro de 
les plazos establecidos para el impuesto de derechos reales. 
Como el artículo XX del Concordato no contiene una declara-
ción general de exención de impuestos en favor de la Iglesia o de los 
entes eclesiásticos, sino que se limita a enumerar una serie de bienes 
y de actos exentos, no puede afirmarse que haya ninguna persona 
moral canónica legalmente exenta del impuesto sobre bienes de las 
personas jurídicas. 
Pero, en cambio, todos los bienes que cita el artículo X X del Con-
eo-dato en sus números 1 (inmuebles) y 2 (muebles) ,cuando sean 
propiedad de la Iglesia o de un ente moral que reúna las caracterís-
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tic as del artículo 69 del texto refundido, aunque no sea eclesiás-
tico, gozarán de exención del impuesto. La relación de estos 
bienes exentos aparece en el artículo 276 del Reglamento, uti-
lizando los mismos términos del Concordato, salvo en lo relativo 
a las casas religiosas, pues el Reglamento añade: "los bienes que per-
tenezcan a las Comunidades religiosas de clausura destinados exclu-
sivamente al sustento de sus miembros", con lo que amplía el alcan-
ce de la exención concordada. 
Dentro de esta relación de bienes, hay unos que, por prescripción 
legal, no necesitan obtener declaración especial de exención, y son: 
a) Las Iglesias y capillas destinadas al culto católico y, asimis-
mo, los edificios y locales anejos destinados a su servicio o a sede de 
asociaciones católicas; 
b) Las residencias de los Obispos, de los canónigos y de los sacer-
dotes con cura de almas, siempre que el inmueble sea propiedad de 
la Iglesia; 
c) Los 10caleR destinados a oficinas de la Curia diocesana y a 
oficinas parroquiales; 
d) Las Universidades eclesiásticas y los Seminarios destinados a 
la formación del Clero; y, 
e) Los objetos destinados al culto católico. 
Mientras que todos los demás necesitan declaración especial del 
Ministerio de Hacienda, a instancia de parte y con presentación de 
los documentos siguientes: 
1.0 Cuando se trate de casas de las Ordenes, Congregaciones e 
Institutos religiosos y seculares, habrá de presentarse certificado de 
la inscripción del inmueble en el Registro de la propiedad, a nombre 
del instituto solicitante; 
2.° Cuando se trate de bienes de Comunidades religiosas de elau-
sura, deberán presentarse: certificado del Obispado de la diócesis que 
acredite la condición de comunidad religiosa de clausura; lelación 
de los bienes para los que se solicite la exención y, si son inmuebles, 
certificado del Registro de la Propiedad expresivo del .;ll.ombre de la 
persona a cuyo favo: se hallen inscritos, declaración jurada de que 
las rentas o productos de los bienes se destinan exclusivamente al 
t 
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sustento de los miembros de la comunidad, sin aplicación al desarro-
llo de actividades industriales o mercantiles, y certificado de la Ad-
ministración de Rentas Públicas de la provincia acreditativo de no 
figurar la comunidad inc1uída en la matrícula del impuesto in-
dustrial; 
3.° En el caso de colegios u otros centros de enseñanza depen-
dientes de la jerarquía eclesiástica que tengan la condición de bené-
fico-docentes, la misma certificación registra1 prevista en el núme-
ro 1.0 y el traslado de la orden de clasificación del centro como be-
néfico-docente 14; 
4.° En el caso de los huertos, jardines y dependencias de los in-
muebles que cita el número 1 del artículo XX del Concordato, la cer-
tificación registral, la del Ordinario que justifique la adscripción de 
los huertos, jardines y dependencias a los inmuebles de que se tra-
te, y la de la Delegación de Hacienda respectiva, que acredite que no 
se devenga impuesto por dichos bienes. 
El Director General de 10 Contencioso del Estado, por delegación 
del Ministro de Hacienda, resuelve los expedientes de exención, salvo 
'en los casos de excepcional importancia, complejidad o transcenden-
cia de la resolución que en ellos haya de dictarse; entre otras razo-
nes, porque en estos casos es preceptiva la audiencia del Consejo de 
Estado. 
La negativa de la exención llevará consigo la obligación de satis-
facer las multas e intereses de demora correspondientes, a contar 
desde la fecha en que debió haberse solicitado la liquidación del im-
puesto. 
§ 3. 0 .-Impuesto de emisión y negociación de valores 
28. La Ley de 20 de diciembre de 1952. 
Para-completar el cuadro de los impuestos estatales sobre el trá-
fico, hemos de hacer una sucinta referencia a dos instituciones fis-
cales: el impuesto de pagos y el impuesto de emisión y negociación 
de valores mobiliarios. 
14· Vid. el acuerdo del T.E.A.C. de 14 de junio de 1960. 
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El impuesto de pagos, que había sido creado por la Ley de Presu-
puestos de 30 de junio de 1892, y consistía en el descuento del 1,30 
por 100 sobre todos los pagos efectuados por el Estado, ha sido su-
primido en el año 1960, a consecuencia de la autorización concedida 
por la Ley de 23 de diciembre de 1959. 
El otro gravamen comprende dos figuras impositivas: el impues-
to de emisión, que se devenga por el simple hecho del acuerdo de 
poner en circulación los valores mobiliarios, tanto si se entregan tí-
tulos definitivos como resguardos provisionales; y el impuesto de 
negociación, que se devenga por el hecho de la existencia de valores 
mobiliarios que sean susceptibles de transmitirse por los medios es-
peciales que autoriza el Código de Comercio. Están sujetos a estos 
gravámenes las sociedades españolas y las corporaciones que pongan 
en circulación acciones, obligaciones, cédulas, bonos y demás títulos 
equivalentes, y los tenedores en España de valores extranjeros. 
Como ya dijimos (supra, n.O 12), hay una exención de este impues-
to, en favor de la Iglesia, declarada, no por el Concordato sino por la 
Ley de 20 de diciembre de 1952, y se refiere a las emisiones de obliga-
ciones que contraten o hagan directamente las diócesis para la cons-
trucción o ampliación de templos, seminarios y centros misionales. 
También la Orden de 6 de mayo de 1959 declaró exentos del im-
puesto de negociación, y de las demás contribuciones aplicables al 
caso, los cambios de titularidad de los valores mobiliarios que se pro-
duzcan por el señalamiento de nuevas demarcaciones diocesanas, 
siempre que dichos cambios se justifiquen mediante certificaciones 
expedidas por los Ordinarios interesados. 
V. IMPUESTOS LOCALES 
29. Exacciones municipales. 
La exención fiscal declarada en el artículo XX del Concordato en 
favor de determinados bienes y actos de la Iglesia o de las personas 
eclesiásticas, abarca no sólo los impuestos y contribuciones de ca-
rácter estatal, sino también las exacciones impositivas de índole local. 
Estas exacciones figuran como uno de los recursos de las Hacien-
das locales, tanto provinciales como municipales, y se hallan regu-
ladas con carácter general en el Libro IV de la Ley de Régimen Lo-
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cal de 16 de diciembre de 1950, que fue modificado sustancialmen-
te por el Decreto de 24 de junio de 1955, el cual, al propio tiempo, or-
denaba la publicación de un texto refundido de la misma fecha. Esta 
legislación no es aplicable a las entidades locales que tienen conce-
dido un régimen especial de carta 15. 
Las exacciones municipales, según el artículo 434 de la Ley en su 
nueva redacción, pueden ser: 
a) Derechos y tasas por aprovechamientos especiales o por la 
prestación de servicios; 
b) Contribucicones especiales por obras, instalaciones o ser-
vicios; 
c) Arbitrios con fines no fiscales; 
d) Impuestos legalmente autorizados; y, 
e) Multas, en la cuantía y en los casos que autorizan las leyes. 
Ninguna otra exacción ordinaria o extraordinaria pueden perci-
bir los Ayuntamientos, a menos que se les autorice especialmente 
por una Ley. 
Vamos a prescindir de los derechos y tasas que, por su natura-
leza, no pueden califica-rse de contribuciones e impuestos, y, en con-
secuencia, quedan al margen del ámbito de aplicación del artículo 
X X del Concordato. La única cuestión que cabría plantear -en 
cuanto a las tasas por prestación de servicios- es la de si los inmue-
bles cit2.dos en el número 1 del mencionado artículo X X o, cuando 
menos, las iglesias y capillas, están sujetos a la licencia para cons-
trucciones y obras (n:o 7 del arto 440), cuestión que en estricto de-
recho habría que resolver afirmativamente, porque la tasa se exige 
por la prestación de un servicio, pero que, en la práctica, ningún 
Ayuntamiento suele exigirla a la Iglesia; y, respecto a los derechos 
y tasas por aprovechamientos especiales, parece indudable que no 
podrán exigirse por las procesiones, y no en virtud del artículo X X 
del Concordato, sino porque estos actos religiosos no encajan en nin-
guno de los conceptos del número 18 del artículo 444 de la Ley de 
15. Hasta ahora. sólo Barcelona tiene un régimen especial, aprobado por Decreto 
de 23 de mayo de 1960. y está en tramitación la Carta municipal .de Madrid. 
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Régimen Local; tampoco por los letreros, carteles y anuncios relati-
vos al culto, visibles en la vía pública o que se repartan en la misma 
(n.o 23 del arto 444), por aplicación del número 2 del artículo XX del 
Concordato en analogía con los dispuesto en la Ley del Timbre, así 
como por la colocación de tribunas, toldos u otras instalaciones se-
mejantes (n.o 12 del arto 444) que eventualmente, y con la debida 
autorización, se instalen sobre la vía pública con ocasión de proce-
siones u otras manifestaciones religiosas. 
Contribuciones especiales. Son contribuciones especiales las que 
se imponen cuando por efecto de las obras, instalaciones o servicios 
municipales, se produjese un aumento determinado del valor de cier-
tas fincas, o cuando las obras, instalaciones o servicios ejecutados 
por el Ayuntamiento beneficiasen especialmente a personas o clases 
determinadas, o se provocaran de un modo especial por las mismas, 
aunque no existieran aumentos determinados de valor. 
Las contribuciones especiales por aumento de valor, se miden por 
el incremento del valor de las fincas beneficiadas, sin que puedan ex-
ceder en ningún caso del 90 por 100 de dicho incremento. 
El artículo 468 de la Ley de Régimen Local, de acuerdo con 10 dis-
puesto en el número XX del Concordato, declara expresamente que 
estarán exentos de estas contribuciones: las iglesias y capillas desti-
nadas al culto y, asimismo, los edificios y locales anejos destinados a 
su servicio o a sede de asociaciones católicas; la residencia de los 
Obispos, de los canónigos y de los sacerdotes con cura de almas, siem-
pre que el inmueble sea propiedad de la Iglesia; los locales destinados 
a oficinas de la Curia diocesana y a oficinas parroquiales; las Univer-
sidades eclesiásticas y los Seminarios destinados a la formación del 
Clero; las casas de las órdenes, congregaciones e institutos religiosos y 
seculares canónicamente establecidos en España; y los colegios y otros 
centros de enseñanza dependientes de la Jerarquía eclesiástica, que 
tengan la condición de benéfico-docentes. No hace alusión a los huer-
tos, jardines y dependencias de estos inmuebles, pero deben conside-
rarse incluídos en la exención, en su caso, por virtud de lo dispuesto 
en el propio Concordato. 
Esta exención es absoluta, de modo que aun en el supuesto, previs-
to en el número 2 del artículo 468. de que por insuficiencia de las cuo-
tas repartidas entre los propietarios sujetos a la contribución, el Ayun-
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tamiento acuerde un señalamiento especial~ y suplementario sobre las 
fincas exentas, ese señalamiento no se hará nunca extensivo a los in-
muebles amparados por el Concordato. 
Las demás contribuciones especiales que no suponen un aumento 
de valor de las fincas, se exigen por los diferentes conceptos que señala 
el artículo 469 de la Ley, tales como apertura de calles, rectificación de 
rasantes, alcantarillado, alumbrado público, instalación de parques y 
jardines, etc. También están exentos de estas contribuciones los edifi-
cios enumerados en el artículo XX del Concordato, y así lo reconoce la 
propia Ley de Régimen Local en su artículo 472, haciendo extensiva la 
exención a los terrenos propiedad de la Iglesia que ella destine a la 
construcción de los edificios citados, mientras los dichos terrenos no 
sean objeto de ningún otro destino ni aprovechamiento. No obstante, si 
estos terrenos perdieran el beneficio de exención durante el periodo de 
vida de las obras e instalaciones por razón de las cuales se impusieran 
las contribuciones especiales, serán sometidos a gravamen desde la fe-
cha en que cesare la exención, determinándose las cuotas con arreglo 
a la misma base de reparto que hubiera servido para los demás con-
tribuyentes. 
Impuestos legalmente autorizado·s. Prescindimos de los arbitrios 
con fines no fiscales, que son los que sirven al Ayuntamiento para 
evitar fraudes o adulteraciones en la venta de artículos de primera 
necesidad, para coadyuvar al cumplimiento de las Ordenanzas o pa-
ra prevenir perjuicios colectivos, ya que esta clase de arbitrios rara 
vez alcanzarán a los entes eclesiásticos, y vamos a analizar solamen-
te los verdaderos impuestos municipales. 
Estos impuestos, que vienen enumerados en ei artículo 477 de la 
Ley de Régimen Local, pueden ser de tres clases: cedidos por el Esta-
do, recargos o participaciones en otros impuestos de carácter estatal 
o provincial, y arbitrios. Los primeros no afectan a ninguno de los 
bienes de que habla el artículo XX del Concordato. En cuanto a los 
segundos, basta recordar que la exención de un impuesto estatal 
comprende no sólo la cuota del Tesoro sino también todos los recar-
gos. Y, por lo que se refiere a los arbitrios, los únicos que interesan 
son los siguientes: 
a) Arbitrio sobre solares sin edificar: Grava, todos los enclavados 
en el respectivo término municipal, considerándose como solares, a 
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estos efectos: 1.0 Los terrenos edificables, cualquiera que sea su des-
tino y aprovechamiento, enclavados dentro de la línea perimetral del 
casco de las poblaciones, siempre que tengan uno o más de sus lados 
formando línea de fachada a una o más vías públicas o particulares 
o trozos de las mismas que estén urbanizados, es decir, que tengan 
todos los servicios municipales o, por 10 menos, los de alumbrado, 
encintado de aceras o afirmado; 2.° Los terrenos enclavados en la 
zona de ensanche de las poblaciones y que estén en las mismas cir-
cunstancias; 3.° Los terrenos que, en la misma situación que los an-
teriores, estén dedicados a parques, jardines, huertos, talleres de can-
tería; encierro y pastos de ganado o cualquier otro aprovechamien-
to análogo. La base del arbitrio es el valor corriente en venta de la 
superficie tributable del solar, y el tipo de gravamen no puede ex-
ceder del 5 por mil. 
Están obligados al pago del arbitrio los propietarios o sus repre-
sentantes legales y, en caso de separación del dominio directo y el 
dominio útil, el titular de este último. 
El artículo 504 de la Ley establece que la exenció.n absoluta y per-
manente de contribución territorial urbana, lleva aparejada la del 
arbitrio municipal; por lo tanto, gozarán de exención de este arbitrio 
los huertos, jardines y dependencias de los inmuebles citados en el 
número 1 del artículo XX del Concordato. En cuanto a los solares 
destinados a la construcción de estos inmuebles, la exención depen-
derá del criterio que se siga a efectos de la contribución territorial; 
ahora bien. si, como hemos dicho, la propia Ley de Régimen Local de-
clara a dichos solares, cuando sean propiedad de la Iglesia, exentos 
de las contribuciones especiales, parece lógico suponer que ha de se-
guirse el mismo criterio para el arbitrio sobre solares sin edificar. 
En todo caso, la exacción de este arbitrio llevará consigo la supre-
sión del recargo municipal extraordinario del 4 por 100 sobre la con-
tribución territorial urbana, autorizado antes por la Ley de Ensan-
che de 26 de julio de 1892 y hoy por la del Suelo de 12 de mayo de 
1956 (art. 188). ¡, 
, 
Cuando se trata dé terrenos enclavados en polígonos de urbani-
zación, en su primera fase, el arbitrio sobre solares sin edificar es 
sm:tituído por el arQitrio municipal sobre ordenación urb~nística, 
establecido por el articulo 184 de la Ley del Suelo, del qUE' también 
estarán exentos los terrenos de la Iglesia antes mencionados. 
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b) Arbitrio sobre el incremento de valor de los terrenos: Cons·· 
tituye el objeto de este arbitrio el incremento que experimente el va-
lor de los terrenos, sitos en el término municipal y estén o no edifi-
cados, durante el tiempo que pertenezcan a un mismo propietario; 
y si la última transmisión tuvo lugar hace más de treinta años, se 
computa este plazo como término inicial. No están comprendidos los 
terrenos afectos a las explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas 
o mineras, ni los que tengan la consideración legal de solares. Vul-
garmente, este impuesto se conoce con el 'nombre de "plus valía". 
La base imponible viene determinada por la diferencia en más 
entre el valor corriente en venta del terreno en la fecha en que ter-
minó el periodo de imposición y el valor del mismo terreno al co-
mienzo del periodo, previas las deducciones por mejoras permanen-
tes y contribuciones especiales que autoriza el número 1 del artículo 
512 de la Ley de Régimen Local. 
El tipo de imposición no podrá exceder del 25 por 100 del incre-
mento, siendo obligatorio para los Ayuntamientos graduarlo en fun-
ción del tanto por ciento que represente el incremento y del tiempo 
f n que se haya producido. 
El arbitrio recae sobre el adquirente en las sucesiones por causa 
de muerte y en los actos "inter vivos" a título lucrativo, y sobre el 
enajenante en los demás casos; pero, aun en este último supuesto, 
el adquirente está obligado al pago del arbitrio, sin perjuicio de su 
repercusión, salvo pacto en contrario. 
Cuando los terrenos pertenezcan a sociedades, asociaciones, cor-
poraciones y demás entidades de carácter permanente, la exacción 
del arbitrio se realiza mediante tasaciones generales de dichos bienes 
durante periodos regulares y uniformes de diez años, computados 
desde la fecha en que entrare en vigor la Ordenanza respectiva. 
El artículo 520 de la Ley de Régimen Local, al enumerar las 
exenciones, incluye en el a.partado i) las iglesias y capillas destina-
das al culto y los demás inmuebles a que se refiere el número 1 del 
artícUlo XX del Concordato, sin hacer alusión a los huertos, jardi-
nes y dependencias porque, al tener la condición legal de solares en 
el régimen municipal, no están sujetos a este arbitrio. También de-
clara exentos, en el apartado j), a los terrenos propiedad de la Obra 
Pía de los Santos Lugares. Conviene señalar que el derecho de exen-
496 
EXENCIONES TRIBUTARIAS EN EL CONCORDATO 
ción habrá de referirse siempre a la persona o entidad sobre laque 
recaiga el arbitrio, a tenor de los preceptos del artículo 517, con to-
tal abstracción de la persona o entidad obligada al pago. 
Pero si los terrenos comprendidos en el apartado i) dejan de estar 
afectos al uso o destino que motiva su exención y son enajenados, 
serán sometidos al gravamen como si aquella exención no hubiera 
existido, excepto en-los casos en que la transmisión se realice a tí-
tu10 gratuito e implique la afección de los bienes a un destino que 
lleve aparejado el otorgamiento de igual beneficio (art. 520, n.o2) . O 
sea, que si se vende un antiguo convento para construir en el mismo 
lugar un Seminario, no se exige el arbitrio; pero si se vende para 
convertirlo en un hotel o en casas de pisos, se liquida el impuesto' 
por periodos de diez años desde que entró en vigor la Ordenanza 
municipal respectiva. 
Este precepto legal, de tan frecuente aplicación en la práctica 
(hoyes muy corriente la venta de casas religiosas, especialmente de 
clausura, enclavadas en el centro de la ciudad, para hacer, con el 
producto de la venta, un convento nuevo en las afueras) ha sido muy 
discutido, por entender algunos que no se ajusta a 10 convenido en 
el artículo XX del Concordato, ya que, de hecho, el impuesto viene a 
recaer sobre bienes declarados exentos en el texto concordado. Sin 
embargo, es muy difícil fundamentar jurídicamente estaobjección, 
porque el arbitrio sobre el incremento de valor de los terrenos es, co-
mo el impuesto de derechos reales, un gravamen sobre el tráficopa-
trimonial, y en esta materia el Concordato no reconoce ninguna 
exención absoluta, sino tan solo un régimen especial para las do-
naciones, herencias y legados destinados a fines religiosos. Y, aun 
tratándose de estos actos de disposición a títu10 gratuito, como no 
hay ninguna reducción del arbitrio para las donaciones, herencias 
o legados hechos en favor de instituciones benéficas, tampoco go-
zan de ningún régimen especial las que se hagan para finalidades de 
cu1to o religiosas. 
También están exentos por disposición legal, independiente del 
Concordato, los terrenos afectos de un modo permanente a servicios 
de beneficencia o ' enseñanza, cuya exención acuerde el Ayuntamien-
to y conste taxativamente en la respectiva Ordenanza (art. 520, d). 
c) Arbitrio sobre riqueza urbana, rústica y pecuaria: Los Ayun-
tamientos pueden establecer un arbitrio sobre la riqueza urbana, con 
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un tipo máximo de imposición del 17,20 por 100 sobre ellíquidoim-
ponible, y otro sobre la riqueza rústica y pecuaria, con un tipo má-
ximo de imposición del 8,96 por 100, también sobre el líquido im-
ponible. 
Las exenciones absolutas, perpetuas, temporales, totales o par-
ciales, que rigen en la propia contribución son aplicables a estosar-
bitrios, según declara el artículo 558. Nos remitimos, por tanto, a 10 
dicho al tratar de la citada contribución territorial urbana y rústica. 
30. Exacciones provinciales. 
Las exacciones provinciales están integradas, paralelamente a 
las municipales, por derechos y tasas, contribuciones especiales, im-
puestos legalmente autorizados y multas. 
Aunque. en principio, la declaración general del artículo XX del 
Concordato comprende también estas exacciones, en cuanto tengan 
la naturaleza de contribuciones o impuestos, si se revisan, uno por 
uno, los diversos conceptos impositivos que comprende el capítulo V 
del título II del Libro IV de la Ley de Régimen Local (recargo sobre 
la contribución industrial, arbitrio sobre terrenos incultos, arbitrio 
sobre la riqueza provincial, arbitrio sobre el producto neto y arbitrio 
sobre rodaje yarrastre) se llega a la conclusión de que ninguno de 
ellos tiene nada que ver con los casos de exención previstos en el 
Concordato, por lo que no vale la pena de hacer el análisis detallado 
de los mismos. 
Si la Diputación provincial, en virtud de la autorización . que le 
concede el artículo 654 de la Ley, exigiera algún impuesto especial, 
tradicional y extraordinario, que alcanzase a los bienes y . actos enu-
merados en el artículo XX del repetido Concordato, habría que tener 
en cuenta las exenciones declaradas en el mismo. 
VI. REGlMEN DE GARANTIAS JURIDICAS 
31. ··Planteamiento ·de la Cuestión. 
El estudio de las exenciones tributarias declaradas .en el Concor-
. . . . 
dato quedaría incompleto si no se tratara de un importante aspec ... 
to de este tema: el de las garantías jurídicas, es decir, los medios de 
que puede valerse la Iglesia para el caso de que se descoilozcan o 
menoscaben sus derechos en materia fiscal. 
EXENCIONES TRIBUTARIAS EN EL CONCORDATO 
En el reglmen común, estas garantías Son dos: la reclamación 
económico-administrativa y el recurso contencioso-administrativo. 
pero la primera cuestión que surge es la de si la ejecución del artícu-
lo XX del Concordato debe exigirse por el procedimiento ordinario 
de las reclamaciones contra la Hacienda pública o si sería más con-
veniente . establecer un sistema especial. 
El Consejo de Estado (Vid. Dictamen n.O 20.679, de 13 de julio 
de' 1957) se planteó en su día esta cuestión, para resolverla en el sen-
tido de que no hay razón alguna para apartarse de las normas ge-
nerales vigentes en materia de reclamaciones económico-administra;,. 
. tivas, pues lo contrario significaría privar a la Iglesia y a las perso-
nas eclesiásticas de las garantías reconocidas en favor de todos los 
administrados; tan sólo hacía la salvedad, que coincidía sustancial-
mente con la propuesta de la Dirección General de lo Contencioso, 
de que el conocimiento de todas las reclamaciones fundadas en el 
artículo XX del Concordato de 1953, cualquiera que fuese su cuan-
tía, se atribuyese en única instancia al Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Central, con el fin de lograr una unidad de criterio, y adc. 
vertía que debía modificarse en este sentido el Reglamento, enton-
cés vigente; de 29 de julio de 1924. Sin embargo, en el nuevo Regla-
mento de procedimiento económico-administrativo, de 26 de noviem-
bre de 1959, no se hace ninguna mención a este respecto. 
El hecho de que se apliquen las garantías ordinarias no debe 
obstar, a juicio del mismo Consejo de Estado, para que si la Santa 
Sede, de oficio o a instancia de parte, discrepa de la interpretación 
o aplicación dada al artículo XX del Concordato en un caso concre-
to, pueda manifestarlo así planteando la discrepancia, que determi-
nará automáticamente la suspensión de toda actividad administra-
tiva, cualquiera que sea la instancia, el trámite o el grado en que 
se encuentre, incluso los de carácter ejecutivo, salvo en los casos en 
que el acto haya quedado firme por no haberse reclamado en vía 
económico-administrativa, por no haberse interpuesto el recurso 
contencioso o por haberse dictado ya sentencia. Esta es la doctrina 
del Consejo de Estado .. 
Ahora bien, en materia de derechos reales, la Circular de la Di-
rección General de lo Contencioso de 3 de febrerO de 1959 (B. O. de 
Hacienda" de 29 de marzo de 1960) ha establecido un procedimiento 
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especial para los casos de discrepancia sobre la aplicación del artícu-
lo XX del Concordato que, aunque enmarcado en la vía de gestión, 
viene a ser de hecho un medio extraordinario de reclamación. Según 
ella, cuando por una persona se alegue que le son de aplicación las 
exenciones fiscales previstas en el artículo X X del Concordato y no 
10 entienda así el liquidador del impuesto, antes de practicar la li-
quidación oficial se requerirá al presunto contribuyente para que se 
conforme con el criterio mantenido por la oficina liquidadora o se 
ratifique la discrepancia, en el plazo de un mes, por el Ordinario del 
lugar de su domicilio. Si transcurre el plazo de un mes sin formular 
dicha discrepancia, se procede a liquidar, sin perjuicio de los oportu-
nos recursos reglamentarios (reclamación económico-administrativa 
y recurso contencioso) . Si, por el contrario, el Ordinario del lugar 
ratifica la discrepancia. se devolverá el documento sin liquidar, con 
una nota aclaratoria, y este documento deberá presentarse otra vez, 
en su día, a la Oficina liquidadora. No se dice quién y cómo ha de 
resolver la discrepancia, porque 10 único que perseguía esta Circu-
lar era aplazar la resolución de estas cuestiones hasta que se publi-
caran las normas aclaratorias del artículo XX del Concordato en 
cumplimiento de lo establecido en los artículos XXXV y XXXVI del 
mismo, pero es de suponer que se atribuya la decisión al Ministro de 
Hacienda previo informe del Consejo de Estado, como se nace con 
las discrepancias formuladas por las Diputaciones Forales sobre apU-
cación del concierto económico. Contra la decisión del Ministro cabría 
el recurso contencioso-administrativo. 
Este procedimiento, apenas esbozado en la mencionada Circular, 
parece muy aceptable y podría dar la pauta del sistema a seguir pa-
ra resolver internamente las cuestiones que surjan en orden a la apli-
cación del artículo XX del Concordato, pero como no se ha genera-
lizado, y además corresponde a la vía de gestión, vamos a prescin-
dir de él en lo sucesivo, limitándonos al estudio de las garantías ju-
rídicas que pueden utilizarse en la vía de reclamación, a las que lla-
maremos de Derecho común, y las establecidas por el Derecho con-
cordado. 
32. Garantías de Derecho común. 
Están constituídas, como se ha dicho, por la reclamación econó-
mico-administrativa y el recurso contencioso-administrativo: 
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El nuevo Reglamento de las reclamaciones económico-adminis-
trativas, de 26 de noviembre de 1959, se ha dictado en cumplimiento 
de lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de 
julio de 1958, y en él se ha procurado coordinar los principios en que 
se inspira la Ley con las peculiaridades, sacadas de la experiencia, de 
las. reclamaciones económico-administrativas. Ateniéndonos a los 
preceptos de dicho Reglamento, vamos a determinar, en líneas gene-
rales, el procedimiento a seguir en las reclamaciones que se funden 
en el artículo XX del Concordato. 
Competencia. La distribución de la competencia entre los distin-
tos órganos que integran esta Jurisdicción (Ministro de Hacienda, 
Tribunal Económico-Administrativo Central, Tribunales Económico-
Administrativos provinciales y Juntas Arbitrales de Aduanas) se 
halla establecida en el capítulo II, cuyo artículo 8.° atribuye al Mi-
nistro de Hacienda, en primer lugar, la resolución de aquellas recla-
maciones en que deba oírse o se haya oído al Consejo de Estado. Aho-
ra bien, como según el artículo 16 de la Ley orgánica del Alto Cuer-
po Consultivo, de 25 de noviembre de 1944, el Consejo de Estado en 
Pleno deberá ser oído necesariamente en los asuntos relativos a in-
terpretación y cumplimiento de los Tratados internacionales y Con-
cordatos, parece indudable que el conocimiento de las reclamacio-
nes económico-administrativas sobre aplicación del artículo XX del 
Concordato ha de corresponder siempre al Ministro de Hacienda. 
Sin embargo, no se ha seguido este criterio en la práctica. El Tri-
bunal Económico-Administrativo Central y los Tribunales provincia-
les se han considerado competentes para conocer y resolver, en sus 
respectivas instancias, cuestiones relativas a la aplicación del Con-
cordato en materia fiscal 16. 
Pero lo más notable es que el Tribunal Supremo, en las pocas sen-
tencias que ha tenido ocasión de dictar en esta materia, por haber-
16. Vid. los Acuerdos del T.E.'A.C. de 15 febrero 1955. sobre impuesto de derechos 
reales; de 22 noviembre 1955. sobre contribuci6n territorial urbana; de 26 de mayo. 
19 de junio y 1 de diciembre de 1959. sobre derechos reales; de 12 enero 1960. sobre 
derechos reales y timbre; de 19 enero 1960. en materia de impuesto sobre el caudal re-
licto; de 1 de marzo de 1960, relativo al impuesto general sobre el gasto; de 8 marzo 
1960, también en materia de derechos reales; otro de la misma fecha, relativo al im-
puesto sobre bienes de las personas jurídicas; y el Acuerdo de 30 de abril de 1962, sobre 
contribuci6n territorial urbana. 
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se interpuesto el subsiguiente recurso contencioso~administrativo17, 
ha dado por buena la competencia de los Tribunales Económico-Ad-
,ministrativos,apartándose del criterio seguido en la ya célebre sen-
tencia de 10 de abril de 1954 y en la de 23 de octubre de 1956, a pro-
pósito de recursos formulados por Compañías francesas de seguros 
que operan en España, en los que hi'tbía de aplicarse el Convenio his-
pano-francés de 7 de agosto de 1926; pues en estas sentencias, el Tri-
bunal Supremo acordó anular las actuaciones por no haberse oído al 
Consejo de Estado, y reponerlas al momento procesal ' en que se co-
metió la falta. Y los propios Tribunales Económico-Administrativos 
se hicieron eco de esta· doctrina, como puede verse en el Acuerdo del 
Ttibunal provincial de Madrid de 7 de marzo de 1956. 
¿Cuál ha sido el motivo de que el Tribunal Supremo se haya apar-
tado de su propio c1"iterio cuando se trata de la aplicación del Con-
cordato? Quizá lo que ha querido ha sido rectificar su jurisprudencia 
~que ya venía matizando con algunas sutiles dístinciones~ por en-
tender que la audiencia del Consejo de ' Estado sólo es preceptiva 
cuando las cuestiones de interpretación y cumplimiento de los Tra-
tados internacionales y Concordat9s con la Santa Sede son suscita-
das, con carácter general, por una de las Altas Partes contratantes, 
y no en los casos concretos de las reclamaciones promovidas por los 
particulares. Lo cual está más de acuerdo con el sentido que el mis-
mo Consejo de Estado había dado siempre al número 3.° del artículo 
16 de su Ley< orgánica 18. 
Siendo esto así, el órgano competente para conocer y resolver las 
reclamaciones económico-administrativas amparadas en el artículo 
X X del Concordato, se determinará con arreglo a las normas gene-
rales de los artículos 9.° al 12 del Reglamento, que pueden resumir-
se así: 
a) Tribunales provinciales: Conocerán en única instancia de 
las reclamaciones autorizadas por la legislación de régimen local, y 
de las que se se promuevan contra los actos administrativos dictados 
17. S€mténcia de 28 diciembre 1960, sobre derechos reales; de 10 julio 1961, sobre 
impuesto del timbre y de 15 febrero 1962, sobre arbitrio de plus-valia. 
18.. Lógicamente, también será preceptiva . la audiencia en las discrepancias plan-
teadas por el Ordinario del lugar con arreglo a la Circular de la Dirección General de 10 
Contencioso, antes citada. 
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por las dependencias provinciales de la Hacienda pública cuando la 
cuantía sea inferior a 80.000 pesetas. Y en primera instancia, cuan-
db la cuantía de estas últimas sea superior; 
b) Junta arbitrales: Conocerán en primera o única instancia, 
según la cuantía sea inferior o no a 80.000 pesetas, de las cuestiones 
que les atribuyan las Ordenanzas de Aduanas y de las reclamacio-
nes que versen sobre clasificación de las mercancías y consiguiente 
aplicación de las partidas del Arancel o interpretación de las Leyes 
y disposiciones arancelarias; 
c) Tribunal Central: Conocerá en única instancia de las recla-
maciones económico-administrativas que se interpongan contra ac-
tos de gestión de la Administración central de la Hacienda pública. 
y en segunda instancia de los recursos de alzada que se interpon-
gan contra las resoluciones de primera instancia dictadas por los Tri-
bunales provinciales y por las Juntas arbitrales de Aduanas; 
d) , La competencia territorial entre los diversos Tribunales y 
Juntas arbitrales se determinará por la sede del órgano administra-
tivo que hubiese dictado el acto objeto de reclamación. 
Legitimación. Según el artículo 35 del Reglamento, están legiti-
mados para promover la reclamación aquellos cuyos intereses legíti-
mos, personales y directos resultaren afectados por el acto adminis-
trativo de gestión. También pueden promover la reclamación el In-
terventrr General de la Administración del Estado y sus delegados, 
incluso los segundos jefes de las Aduanas, y los Directores Generales 
del Ministerio de Hacienda respecto de aquellas materias cuya ges-
tión les corresponde., 
-: - Postulación. Los interesados pueden actuar por sí o por medio de 
representante. La representación podrá acreditarse con poder baSe-
tante o mediante documento privado con firma legalizada notarial-
mente, o ser conferido "apud acta" ante el Secretario del propio ór-
gano jurisdiccional. El documento que acredite la representación se 
debe acompañar al primer escrito que no aparezca firmado por el 
interesado. 
Será necesaria la dirección técnica de un abogado en ejercicio 
cuando el interesado no actúe por sí o por medio de su representan-
te' legal y el mandato no sea el propio de administradores. 
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Actos impugnables. Son impugnables: a) los actos de gestión eco:-
nómico-administrativa que provisional o definitivamente denieguen 
una de las exenciones tributarias reconocidas por el artículo XX del 
Concordato o declaren una obligación fiscal que recaiga sobre los 
bienes enumerados en él; y b) los de trámite que decidan directa o 
'indirectamente el fondo del asunto o pongan término a la vía de 
gestión. 
Procedimiento. Consta de tres fases, que son: iniciación, instruc-
ción y terminación. 
El escrito de iniciación ha de presentarse en el plazo improrroga-
ble de quince días, contados desde el siguiente al en que haya sido 
notificado el acto reclamado, bastando con que se limite a pedir que 
se tenga por interpuesta la reclamación. La presentación del escrito 
puede hacerse, a elección del interesado, en el Tribunal competente, 
en el centro o dependencia que hubiera dictado el acto administrati-
vo impugnado, en las Delegaciones, Subdelegaciones u otras oficinas 
especiales de la Hacienda pública, en los Gobiernos civiles, o en las 
oficinas de Correos, siempre que se presente en sobre '~ abierto para 
ser fechado y sellado por el funcionamiento de Correos antes de ser 
certificado. Todos los escritos han de ir reintegrados con arreglo a la 
Ley del Timbre. 
Recibida que sea la reclamación, se procede al día siguiente a pe-
dir, del centró o dependencia que corresponda, el expediente o las 
actuaciones que hubieran determinado el acto administrativo que 
se impugna. La remisión del expediente debe hacerse en el plazo má-
ximo de diez días. 
El expediente se pondrá de manifiesto a los interesados, por un 
plazo de quince días, para que, a la vista del mismo, formulen el es-
crito de alegaciones con la aportación de las pruebas oportunas. 
Practicada la prueba y recabados, en su caso, los informes perti-
nentes, el Tribunal dictará la resolución que proceda, la cual se no-
tificará a los interesados dentro del plazo de diez días. 
Efectos. La interposición de la reclamación económico-adminis-
trativa no tiene efectos suspensivos. 
Las resoluciones de los Tribunales provinciales y de las Juntas 
arbitrales, cuando recaigan sobre el fondo del asunto o sobre cuesti~ 
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nes incidentales que 10 decidan directa o indirectamente o pongan 
término a la reclamación, serán susceptibles de recurso de alzada 
ante el Tribunal Económico-Administrativo Central, excepto en los 
asuntos de cuantía inferior a 80.000 pesetas y en los correspondien-
tes a la Administración local. El recurso de alzada se interpondrá en 
el plazo improrrogable de quince días, reducido a ocho cuando se 
recurra contra resoluciones de incidentes. 
Contra los acuerdos del Tribunal Económico-Administrativo Cen-
tral sólo cabe el recurso contencioso-administrativo en la forma que 
previene la . Ley reguladora de esta jurisdicción, que es de 27 de di-
ciembre de 1956. 
Las resoluciones no impugnadas debidamente y en los plazos re-
glamentarios, pasan a ser firmes y consentidas. Contra ellas sólo ca-
be excepcionalmente el recurso extraordinario de revisión por algu-
no de los motivos que expresa el artículo 136 del Reglamento, que son: 
V Que se hubiere dictado con evidente y manifiesto error de 
hecho que afecte a la cuestión de fondo, · siempre que dicho error re-
sulte plenamente demostrado de la prueba documental unida al ex-
pediente que haya servido de base para dictar el acuerdo; 
2.° Que, después de adoptado el acuerdo o resolución, aparezcan 
documentos decisivos, siempre que tales documentos hubiesen per-
manecido ignorados por fuerza mayor o por obra de la parte favore-
cida por el acto o resolución; 
3.° Que el acto de gestión o la resolución jurisdiccional hubie-
ra recaído en virtud de documentos que, al tiempo de adoptarse aque-
llos, ignorase alguna de las partes haber sido reconocidos y declara-
dos falsos en sentencia judicial firme, o cuya falsedad se reconociese 
y declarase después; 
4.° Que habiéndose adoptado el acuerdo o resolución en virtud 
de prueba testifical, fuesen los testigos condenados por falso testi-
monio dado en las declaraciones que sirvieron a aquéllos de funda-
mento, en virtud de sentencia firme del Tribunal competente; y, 
5.° Que el acto o la resolución se hubiesen dictado con prevari-
cación, cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta, y que 
haya sido declarado así por sentencia judicial firme. 
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.El recurso se interpondrá ante el Ministro de Hacienda, cuando 
de él emanase el acto recurrido, y ante elTtibunal Económico-Admi-
nistrativo Central en lbs demás casos. 
E! plazo para interponerlo, cuando se funde en la cáusa primera, 
~erá de cuatro años contados desde el día siguiente al de la notifica-
ción del acto o resolución que se impugne. En los demás supuestos, 
el plazo será de tres meses, contados desde el día en que hubiesen si;. 
do descubiertos los documentos ignorados o desde la fecha en que se 
hubiera hecho firme la sentencia que declare la falsedad de los 9.0-
cumentoso del testimonio, o el delito en virtud del cual se hubiera 
dictado el acto o resolución objeto del recurso. 
33. Garantías de Derecho concordado. 
Están .establecidas en .el artículo XXXV del Concordato, que dice; 
~'La Santa Sede y el Gobierno español -procederán de común acuerdo 
en la resolución de las dudas o dificultades que pudieran surgir en la 
interpretación o aplicación de cualquier cláusula del presente Con-
cordato, inspirándose para ello en los principios que 10 informan". 
Este procedimiento, que siempre será extraordinario, puedeuti-
lizarse, bien a propósito de una cuestión general, bien con ocasión de 
un acto administrativo concreto. En el segundo supuesto, y a juicio 
del Consejo de Estado, el planteamiento formal de la discrepancia 
debe producir la suspensión de todo procedimiento administrativo 
relacionado con dicho acto. 
No está determinado si bastará, para que se tenga por planteada 
la discrepancia, con la Nota Verbal de la Nunciatura. 
En todo caso será preceptiva la audiencia del Consejo de Estado 
en Pleno. 
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